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El derecho disciplinario  
en Colombia. “Estado del arte”∗ 

Carlos Arturo Gómez Pavajeau**

Resumen: En el Derecho disciplinario de los últimos quince años, si bien se 
ha reafirmado su pertenencia como especie del género Derecho sancionador, 
ha adquirido autonomía e independencia frente al Derecho penal. Postulados 
filosóficos comunes los unen, pero también existen especificidades que lo dife-
rencian, aspectos cruciales de una metodología dogmática que permite fundar 
los institutos que le dan forma y vida a la estructura dogmática sobre en la cual 
se soporta cada uno de los modelos de responsabilidad que se nos ofrecen. El 
trasegar temporal y la práctica de los operadores jurídicos han mostrado algunas 
dificultades para la consideración del estatus de ciencia autónoma e indepen-
diente que ha adquirido el Derecho disciplinario; no obstante, en los años 2009 
y 2010, la jurisprudencia consolidó los logros de tal conceptualización, según 
se expone a continuación, a partir de los rasgos fundamentales de las categorías 
y subcategorías dogmáticas del Derecho disciplinario en Colombia.
Este escrito se ha realizado teniendo en cuenta limitaciones espacio-temporales. 
En primer lugar, pretende ser un documento descriptivo de lo que ha sucedido 
en la doctrina y jurisprudencia de los tribunales colombianos; en segundo lugar 

*	E ste artículo fue presentado en el ii Congreso Internacional de Derecho disciplinario, realizado en 
México durante los días 7 a 9 de septiembre de 2010, en el marco de la Confederación Internacional de 
Derecho disciplinario.

**	A bogado de la Universidad Externado de Colombia, especializado en Ciencias Penales y Criminológi-
cas en la misma universidad. Profesor Titular de Derecho penal y Derecho disciplinario en esta casa de 
estudios (Colombia). E-mail: [gomezpavajeau@hotmail.com]. Fecha de recepción: 3 de noviembre de 
2010. Fecha de modificación: 26 de noviembre de 2010. Fecha de aceptación: 27 de mayo de 2011.  
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está limitado, esencialmente, a dar cuenta de lo que se ha estimado sobre el 
tema en los dos últimos años.
Para una mayor comprensión quiero comprometerme con la idea de presentar, al 
lector nacional e internacional, el “estado actual del arte” en Colombia y sugerir 
tendencias en cada uno de los temas tratados. Para el efecto trataré el amplio 
espectro de las temáticas que componen la materia disciplinaria, abordándolas 
desde la perspectiva filosófica, de derecho sustancial, de derecho procesal y del 
control contencioso administrativo de la actividad disciplinaria.
Palabras clave: Derecho sancionador como género, Derecho penal y Derecho 
disciplinario como especies de aquél, la “relación especial de sujeción” como 
categoría dogmática superior del Derecho disciplinario, ilicitud sustancial, 
sistema de incriminación por imprudencia de numerus apertus, tipos discipli-
narios en blanco.

Disciplinary law in Colombia. State of the art

Abstract: Disciplinary law in the last fifteen years, although it has renewed its 
membership as a species of punitive law, has gained autonomy and indepen-
dence from the criminal law. Common philosophical assumptions put them 
together, but there are specific features that set them apart, crucial aspects of a 
dogmatic methodology which allows establishing the institutes that give form 
and life to the dogmatic structure which is supported in each of the models of 
liability presented to us. The temporary decant and practice of legal operators 
have shown some difficulties in the consideration of the status of autonomous 
and independent science of disciplinary law, however, in the year 2009 and so 
far in 2010, jurisprudence has consolidated the achievements of such a concep-
tualization, as follows, based on the fundamental characteristics of the categories 
and subcategories of dogmatic Disciplinary law in Colombia.
This paper was carried out taking into account time-space limitations. First, it 
is intended to be descriptive of what has happened in the doctrine and jurispru-
dence of the Colombian courts, second it is limited mainly to account for what 
has been estimated on the subject in the past two years.
For a better understanding I want to commit to the idea of accounting to national 
and international readers the “state of the art” in Colombia and suggest trends 
in each of the topics discussed. To that end I will discuss the broad spectrum of 
topics that comprise the disciplinary matters, approached from the philosophical 
perspective of substantive law, procedural law and an administrative control 
of disciplinary activity.
Keywords: Law Sanctioning such as gender, criminal law and Disciplinary law 
as one species, the “special relationship of submission” as than dogmatic cate-
gory of disciplinary law, substantial unlawful, system of incrimination based on 
imprudence, system of numerus apertus, blank disciplinary conducts (types).
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I. 	A spectos filosóficos

La última década del siglo xx y lo que va corrido del xxi pueden calificarse, en Co-
lombia, como la era del estudio científico del Derecho disciplinario.

Tal afirmación tiene como soporte la ya aceptada posición de la necesidad del estudio 
dogmático del Derecho disciplinario1, esto es, la aplicación de aquel método de in-
terpretación que le otorga rango científico al estudio del derecho, toda vez que evita 

1	P ara el efecto nuestros estudios Dogmática del Derecho disciplinario, Bogotá, Universidad Externado 
de Colombia, 2007; El Derecho disciplinario judicial. Su autonomía e independencia y Dogmática 
disciplinaria judicial, Bogotá, Escuela Judicial “Rodrigo Lara Bonilla” y Consejo Superior de la Judi-
catura, 2007.

	T ambién, muy importantes, sin poder mencionar a todos los nuevos doctrinantes, los trabajos de: 
a) 	Edgardo José Maya Villazón. Cambios fundamentales y filosofía de la reforma. Código Disciplina-

rio Único. Instituto de Estudios del Ministerio Público-Procuraduría General de la Nación, 2002;
b) 	Jaime Ossa Arbeláez. Derecho administrativo sancionador. Una aproximación dogmática, Bogotá, 

Legis, 2009;
c) 	Esiquio Manuel, Sánchez Herrera. Dogmática practicable del Derecho disciplinario, Bogotá, 

Procuraduría General de la Nación e Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2005;
d) 	Miguel Ángel Barrera Núñez. Código Disciplinario del abogado comentado, Bogotá, Ediciones 

Doctrina y Ley, 2008;
e) 	David Alfonso Roa Salguero. Construcción dogmática del Derecho disciplinario. Influencia de 

la jurisprudencia del Consejo de Estado, Bogotá, Editorial Gustavo Ibáñez, 2010;
f) 	Fernando Brito Ruíz. El proceso disciplinario, Bogotá, Instituto de Estudios del Ministerio Público 

y Procuraduría General de la Nación, 2003;
	 Fernando Brito Ruíz. Juicio al Presidente de la República, Bogotá, Instituto de Estudios del Mi-

nisterio Público yProcuraduría General de la Nación, 2008;
g) 	José Rory Forero Salcedo. Manual de Derecho disciplinario, Bogotá, Grupo Ecomedios, 2003;
	 José Rory Forero Salcedo. Estado Constitucional, potestad disciplinaria y relaciones especiales de 

sujeción. Bogotá, Instituto de Estudios del Ministerio Público y Procuraduría General de la Nación, 
2007;

h) 	Francisco Farfán Molina. Policía Judicial disciplinaria, Bogotá, Procuraduría General de la 
Nación, 2005;

	 Francisco Farfán Molina. La cadena de custodia en la investigación disciplinaria, Bogotá, Ins-
tituto de Estudios del Ministerio Público-Procuraduría General de la Nación, 2007 en coautoría con 
Carlos Eduardo Valdés Moreno;

	 Francisco Farfán Molina. La prueba ilícita en el proceso disciplinario, Bogotá, Instituto de Es-
tudios del Ministerio Público y Procuraduría General de la Nación, 2007;

i) 	Oscar Villegas Garzón. Práctica forense disciplinaria, Bogotá, Grupo Ecomedios, 2003;
	 Oscar Villegas Garzón. El proceso disciplinario, Bogotá, Ediciones Gustavo Ibáñez, 2004;
j) 	José Fernando Reyes Cuartas. Estudios de Derecho disciplinario, Bogotá, Ediciones Nueva 

Jurídica-Gustavo Ibáñez, 2004;
k) 	Jaime Mejía Ossman. Código Disciplinario Único. Parte general, Bogotá, Doctrina y Ley, 1999;
l) 	Iván Velásquez Gómez. Manual de Derecho disciplinario, Medellín, Librería Jurídica Sánchez R., 

1996;
m) Diomedes Yate Chinome. Tendencias y proyecciones de la ley disciplinaria al amparo de los prin-

cipios rectores, Bogotá, Instituto de Estudios del Ministerio Público y Procuraduría General de la 
Nación, 2008;

n) 	Carlos Mario Isaza Serrano. Derecho disciplinario. Parte general, Bogotá, Ediciones Jurídicas 
Gustavo Ibáñez, 1997;
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en mayor medida que los resultados de la aplicación de la ley se vean afectados por 
la subjetividad, la política, la coyuntura y el azar, pero de manera especial supone 
sustraerla de la subsunción casuística de hechos en normas y del seudo método ver-
gonzante del empirismo intuitivo, personalista y acomodaticio, muy generalizado en 
nuestro medio.

Hablar de dogmática en Derecho disciplinario no comporta, como algunos, mal la en-
tienden, que se adopten acríticamente los postulados del Derecho Penal.

Lo anterior tiene fundamento en lo siguiente:

a. La dogmática no es un patrimonio exclusivo del Derecho Penal.

La dogmática nace como la metodología que permite una construcción teórica a partir 
de la ley positiva del Estado. Sus cultores fueron insignes civilistas alemanes como 
Savigny2, Ihering3, Windscheid4 y Puchta. También, desde una perspectiva general, 
el inglés John Austín5.

Fueron los penalistas quienes aprovecharon mejor, cuantitativa y cualitativamente, el 
método dogmático; pero dogmática no es sinónimo de Derecho Penal, toda vez que 
se trata de un método universal aplicable a la materia jurídica, cualquiera que fuere su 
especialidad y cualquiera que fuere su nacionalidad6; lo cual también ha sido propiciado 
desde la filosofía del derecho7.

o) 	Significativa la colección “Lecciones de Derecho disciplinario vols. i a xiii”, Bogotá, Procuraduría 
General de la Nación e Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2006 a 2009. 

2	 Federico Carlos Von Savigny. De la vocación de nuestro siglo para la legislación y la ciencia del 
derecho, Buenos Aires, Editorial Heliasta S.R.L., 1977; íd. “Los fundamentos de la ciencia jurídica”, 
en La ciencia del derecho, Buenos Aires, Editorial Losada, 1949; íd. La dogmática jurídica (extractos 
de su obra Espíritu del Derecho Romano), Buenos Aires, Editorial Losada y Metodología jurídica, 
Buenos Aires, Valletta Ediciones, 2004.

3	 Rudolf Von Ihering. ¿Es el Derecho una Ciencia?, Granada, Comares, 2002.
4	 Bernhard Windscheid. Tratado de Derecho Civil alemán, t. i, vol. i, Bogotá, Universidad Externado 

de Colombia, 1976.
5	 John Austín. Sobre la utilidad del estudio de la jurisprudencia, Madrid, Centro de Estudios Constitucio-

nales, 1981; íd. El objeto de la jurisprudencia, Madrid, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 
2002.

6	C fr. Arturo Rocco. El problema y el método de la ciencia del derecho penal, Bogotá, Temis, 1982; Gus-
tav Radbruch. Introducción a la Ciencia del Derecho, Madrid, Librería General de Victoriano Suárez, 
1930; Francesco Carnelutti. Metodología del Derecho, México, uteha, 1962; Albert Calsamiglia. 
Introducción a la Ciencia Jurídica, Barcelona, Ariel, 1990; Karl Larenz. Metodología de la Ciencia del 
Derecho, Barcelona, Ariel, 1994 y Carlos Santiago Nino. Consideraciones sobre la dogmática jurídica 
(con referencia particular a la dogmática penal), México, Universidad Nacional Autónoma de México, 
1989. Para Colombia, muy especialmente, José Fernando Reyes Cuartas. “Prólogo a la segunda edi-
ción”, en Carlos Arturo Gómez Pavajeau. Dogmática del Derecho disciplinario, cit., pp. 19 a 37.

7	 Luis Recasens Siches. Introducción al estudio del derecho, México, Editorial Porrúa, 1991, pp. 230, 
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Es más, podría decirse, los avances más significativos que tuvo la evolución del estudio 
dogmático en el ámbito penal, fueron propiciados por profesores de Derecho civil, lo 
que confirma la objetividad y universalidad del método.

En efecto:

1. La distinción entre antijuridicidad y culpabilidad, crucial para el desarrollo y avance 
del Derecho penal, tanto que hoy se habla simplemente de injusto y culpabilidad, fue 
obra de Rudolf von Ihering8, a partir de sus estudios sobre la posesión en el año de 
18679.

Los penalistas aprovecharon dicho escenario, especialmente Franz von Liszt, para 
asegurar la división estructural de la responsabilidad penal entre lo antijurídico como lo 
objetivo-general, por un lado, y la culpabilidad como lo subjetivo-personal, por otro.

Puede afirmarse que dicha diferencia marca el paso dogmático más importante dado 
por el Derecho penal, toda vez que, de manera clara y categórica, expresa la diferencia 
entre principios y reglas, la relación género-especie, trato estratificado de las relaciones 
jurídicas y, consecuentemente, la puesta en práctica de la elaboración de los institutos 
jurídicos a partir de las distinciones y similitudes.

La influencia sobre el Derecho disciplinario también es evidente, puesto que la doctrina 
y la jurisprudencia, especialmente constitucional, fundan la estructura de la responsa-
bilidad disciplinaria en un primer juicio sobre la confrontación de la conducta con el 
orden jurídico y su significado individual-personal para el sujeto, y un segundo juicio 
que implica la reprochabilidad personal por la realización de una conducta, ante la 
posibilidad alternativa de actuar de conformidad con el derecho. 

2. La complementación del método dogmático con la interpretación teleológica, por 
obra también del profesor Ihering10, quien a través de la idea del fin en el derecho, 
introdujo y acuñó: i. Las repercusiones de la noción de finalidad como determinante 

234 y 235; Luis Legaz  y Lacambra. Filosofía del derecho, Barcelona, Bosch, 1979, pp. 49, 366 y 
367, y Gregorio Peces-Barba; Eusebio Fernández y Rafael De Asís. Curso de teoría del derecho, 
Madrid-Barcelona, Marcial Pons, 2000, pp. 124 y 125.

8	 Rudolf Von Ihering en sus obras “La posesión. Teoría simplificada”, en Tres estudios jurídicos, Buenos 
Aires, Bibliográfica Omeba, 1960, pp. 122 a 125 y 139; La posesión, Madrid, Editorial Reus, 1926, pp. 
51 y 103 y La lucha por el Derecho, Bogotá, Fica, 2007, pp. 136 y 137.

9	A sí Diethart Zielinski. Disvalor de acción y disvalor de resultado en el concepto de ilícito, Buenos 
Aires, Editorial Hammurabi, 1990, p. 6. También lo afirma Roxin, quien apunta que el “reconocimiento 
de una antijuridicidad objetiva e independiente de la culpabilidad”, fue formulada por Ihering en 1867, 
por medio de su trabajo titulado El momento de culpabilidad en el Derecho privado romano; Claus 
Roxin. Derecho penal. Parte general, t. i, Madrid, Civitas, 1997, p. 196. 

10	 Rudolf Ihering. El fin en el derecho, Buenos Aires, Editorial Heliasta S.R.L, 1978.
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de lo contrario a derecho, y ii. La introducción de la noción de interés jurídico como 
criterio de interpretación y sistematización vinculante en el desarrollo de los institutos 
jurídicos.

Lo primero contribuiría en la configuración de la noción de desvalor de acción como 
elemento fundante del injusto, lo cual sería objeto de desarrollo por Hans Welzel11; 
lo segundo como precursor de la idea del bien jurídico, entendido como presupuesto 
y límite del Derecho penal12.

Las consecuencias en Derecho disciplinario se harían ver en la noción de ilicitud sus-
tancial preformada por el dolo y la culpa, por supuesto, entonces, formas de imputación 
jurídica de la conducta. El desvalor de acción viene dado por el quebrantamiento de las 
normas subjetivas de determinación, en sus modalidades de dolo o culpa.

A ello se ha referido la jurisprudencia constitucional cuando ha dicho que “el dolo 
y la culpa son elementos constitutivos de la acción, son sus elementos subjetivos 
estructurales”13, y “el dolo y la culpa son modalidades del ilícito disciplinario”14.

Así las cosas, dolo y culpa son componentes de la conducta disciplinaria, de tal manera 
que su estudio es previo en la estratificación del análisis de la responsabilidad discipli-
naria, correspondiéndole a la categoría dogmática de la ilicitud. 

Dolo y culpa son las expresiones externas de la subjetividad que le dan forma al que-
brantamiento normativo, de suerte que el concepto de ilícito sustancial disciplinario 
involucra tanto el quebrantamiento formal como el funcional, razón por la cual el 
Código Disciplinario hace énfasis no en lo típico disciplinario –no hace referencia a 
dicha categoría dogmática, sino al principio de legalidad, como se desprende de su art. 
4.º– sino en lo ilícito típico –art. 5.º–. 

De manera categórica, así se ha establecido en el Código Disciplinario de la Abogacía, 
Ley 1123 de 2007, cuando se señaló en su artículo 21 que el dolo y la culpa son “mo-
dalidades de la conducta sancionable”. 

Lo segundo, esto es, la influencia del concepto teleológico del interés jurídico, viene 
dado en Derecho disciplinario por la adopción de la “relación especial de sujeción” 
como su categoría dogmática superior, toda vez que se constituye en su fundamento y 
límite. Este tema será ampliado más adelante.

11	 Hans Welzel. Derecho penal alemán, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1969.
12	A sí se reconocería expresamente por Franz Von Liszt. La idea del fin en el Derecho penal, Bogotá, 

Temis, 1990, pp. 1 y ss.
13	S entencia C-181 de 2002, M. P.: Monroy Cabra.
14	S entencia SU-901 de 2005, M. P.: Córdoba Triviño.
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Empero, sobre el objeto de protección se ha dicho:

La Corte ha precisado que las garantías propias del proceso penal no tienen 
total aplicabilidad en el campo administrativo disciplinario por la diferencia 
que existe entre el bien jurídico protegido por una y otra sub-especialidad del 
derecho punitivo: “mientras en el primero se protege el orden social en abstracto 
y su ejercicio persigue fines retributivos, preventivos y resocializadores, la po-
testad sancionatoria de la administración se orienta más a la propia protección 
de su organización y funcionamiento, lo cual en ocasiones justifica la aplicación 
restringida de estas garantías –quedando a salvo su núcleo esencial– en función 
de la importancia del interés público amenazado o desconocido” (Sent. T-146 
de 1993). Igualmente ha resaltado que los objetivos del derecho penal son 
distintos a los que persigue el derecho disciplinario: “la ley disciplinaria tiene 
como finalidad específica la prevención y buena marcha de la gestión pública, 
así como la garantía del cumplimiento de los fines y funciones del Estado en 
relación con las conductas de los servidores públicos que los afecten o pongan 
en peligro” (Sent, C-948 de 2002)15.

Lo más apropiado, si se quiere trabajar sobre diferencias y similitudes, cuando de 
dogmática se trata, es hacer las debidas precisiones sobre los institutos jurídicos que 
caracterizan al Derecho disciplinario frente al Derecho penal. Ciertamente, una dog-
mática teleológica impone la idea de instituciones regidas por finalidades, trasuntadas 
jurídicamente en intereses, que en el primero toman el nombre de “deberes funcionales” 
y en el segundo de “bienes jurídicos”16. 

3. El descubrimiento de los ingredientes subjetivos del tipo, lo cual se produjo a instan-
cia del civilista Hans Albrecht Fischer en el año de 1911, quien afirmó que existen 
“no raramente, momentos subjetivos que cooperan a la determinación de los confines 
entre Derecho e injusto”17.

Dicho descubrimiento fue retomado por importantes penalistas como Hegler, Mez-
ger, Wolf y Mayer, entre muchos otros, para fundar la existencia de la subcategoría 
dogmática de los ingredientes subjetivos del tipo penal, evolucionando por obra de éste 
hacia los elementos subjetivos de la justificante y, posteriormente, consolidándose en 
el finalismo con el desvalor de acción como elemento del injusto.

En un derecho sancionatorio donde los tipos de ilicitud son, por norma general, tipos de 
mera conducta, es claro que la noción de desvalor de acción toma singular importancia 

15	S entencia T-161 de 2009, M. P.: Gónzález Cuervo.
16	P ara estas debidas precisiones consultar Gómez Pavajeau. Dogmática del Derecho disciplinario, cit, 

pp.  363 a 374.
17	 Sergio Politoff. Los elementos subjetivos del tipo legal, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1965, 

p. 16.
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en la noción del ilícito personal, como se viene destacando en la doctrina nacional dis-
ciplinaria. No se trata de desvalorar un proceso causal que origina un resultado dañino, 
pues ello es pura naturaleza; lo normativo impone la idea de afectación de deberes 
funcionales, lo cual está dado por la ilicitud sustancial (art. 5.º del cdu).

La jurisprudencia constitucional ha dicho que “las normas disciplinarias tienen co-
mo finalidad encauzar la conducta de quienes cumplen funciones públicas mediante 
la imposición de deberes con el objeto de lograr el cumplimiento de los cometidos  
fines y funciones estatales”. De allí que “el objeto de protección del derecho disci-
plinario es sin lugar a dudas el deber funcional de quien tiene a su cargo una función 
pública”18. 

4. El concepto de infracción al deber objetivo de cuidado, basado en la idea de “reali-
zación de un peligro prohibido”, frase acuñada en 1912 por Max Ludwig Müller19, 
proviene del artículo 276 del Código Civil alemán, según el cual “actúa imprudente-
mente quien viola el cuidado o atención exigibles en el trato social”20.

Empero, es de reconocimiento general, que el concepto fue desarrollado por los civi-
listas Karl Larenz21 y Richard Honing22.

La Corte Constitucional, podría decirse, se ha referido al tema en varias oportunida-
des: i. En materia penal cuando se ha referido al criterio del “riesgo permitido”23; ii. Se 
ha señalado como componente especial del Derecho disciplinario la idea de deber de 
cuidado, al expresarse que resulta “necesario garantizar de manera efectiva la obser-
vancia juiciosa de los deberes de servicio asignados a los funcionarios del Estado”24 y 
entre ellos se destaca que la sanción viene demarcada por la “infracción a un deber de 
cuidado o diligencia”25, y iii. Al admitir que el problema de la imputación por culpa 
también es asunto de tipicidad, pues refiere que ello es posible, por virtud de la ad-
misión de los tipos penales abiertos, bajo un sistema o modalidad calificada como de 
numerus apertus. Si ello es así, sólo queda como posibilidad jurídica ubicar en el tipo 

18	S entencia C-948 de 2002, M. P.: Tafur Galvis.
19	C fr. Björn Burkhardt. “Dogmática penal afortunada y sin consecuencias”, en La Ciencia del Derecho 

penal ante el nuevo milenio, Valencia, Tirant lo Blanch, 2004, p. 141.
20	A sí Juan Bustos Ramírez. Culpa  y finalidad, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1967 y Antonio 

Beristain. “Objetivación y finalismo en los accidentes de tráfico”, en Derecho penal y criminología, 
Bogotá, Temis, 1986, pp. 91 a 130.

21	C fr. Yesid Reyes Alvarado. Imputación objetiva, Bogotá, Temis, 1996, pp. 23, 24 y 40.
22	 Claus Roxin. “Reflexiones sobre la problemática de la imputación en Derecho Penal”, en Problemas 

básicos del Derecho penal, Madrid, Editorial Reus, 1976, p. 128.
23	S entencias C-425 de 1997 y C-205 de 2003.
24	S entencias C-948 de 2002 y C-124 de 2003.
25	S entencia C-181 de 2002.
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la infracción al deber objetivo de cuidado y en la culpabilidad la infracción al deber 
subjetivo de cuidado26.

Hoy en Colombia, el concepto, en su tratamiento más desarrollado como imputación 
objetiva, es utilizado por la jurisprudencia contenciosa administrativa27. 

La Procuraduría General de la Nación ha utilizado el concepto de deber objetivo de 
cuidado para efecto de excluir la imputación disciplinaria con fundamento en los 
principios de desconcentración, delegación y descentralización de que da cuenta el 
artículo 209 de la Carta Política, toda vez que los mismos determinan derroteros para 
entender la distribución de competencias administrativas “que atenúan la radicación 
de la variedad de funciones que cumplen los representantes de las entidades públicas”. 
No se imputa objetivamente una infracción normativa a quien no tuviere elementos 
para dudar de la corrección de la actuación y “que le hubieran exigido un actuar dife-
rente, en desarrollo del deber objetivo de cuidado que le competía”, muy a pesar de 
la responsabilidad que se tiene en la dirección y manejo de la actividad contractual en 
calidad de jefe o representante de la entidad (art. 26 num. 5.º de la Ley 80 de 1993)28.

Si bien se analizó el tema de la exclusión de la imputación objetiva por no apreciarse 
conductas irregulares de otros que invirtieran el principio de confianza, sí se echó de 
menos el análisis de que como responsable de la dirección y manejo de la contratación 
–principio de responsabilidad–, se tenía el control, supervisión y vigilancia sobre otros, 
por lo que debió sustentarse cómo se evade dicha talanquera, impuesta por la doctrina 
en general y así reconocida, en múltiples ocasiones, por la jurisprudencia penal de la 
Sala de Casación de la Corte Suprema de Justicia. 

Es consustancial, pues, al modelo dogmático, la interpretación sistemática de la nor-
ma jurídica. Ello contribuye al autocontrol de la misma y a su solidez, toda vez que, 
evita que el jurista dé rienda suelta a sus apetitos personales y conveniencias prácti-
cas en la interpretación; como también, a tener que explicar la parte dentro del todo 
y viceversa; sus postulados son sólidos y coherentes, habida cuenta que encuentran 
explicación objetiva más allá de lo personal, refrenando todo intento de interpretación 
acomodaticia29.

26	S entencias C-155, C-181 y C-233 de 2002.
27	C onsejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencias del 4 de octubre 

de 2007, expediente n.º 15.567, 4 de diciembre de 2007, expediente n.º 16.898 y 8 de febrero de 2008, 
expediente n.º 16.996, C. P.: Gil Botero.  

28	P rocuraduría General de la Nación. Despacho del Procurador General. Fallo de segunda instancia del 
5 de marzo de 2009, radicación n.º 154-154595-07. Muy significativo el fallo de segunda instancia del 
Despacho del Procurador General de la Nación en el radicado n.º IUC-D-2009-937-101100. 

29	L a llamada interpretación ad-hoc ha sido rechazada de manera categórica por la jurisprudencia consti-
tucional en sentencia T-086 de 2007, M. P.: Cepeda Espinosa, tal como puede leerse en su fundamento 
jurídico n.º 5.3.2.10.
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La jurisprudencia constitucional no ha explicitado que en los desarrollos que ha efec-
tuado del Derecho disciplinario haya utilizado un método dogmático, empero, por 
caracterizarse el mismo por la sistematicidad y la teleología, ninguna duda puede 
existir de ello30, especialmente cuando la orientación de la interpretación se funda en 
los principios31.

La jurisprudencia administrativa así lo ha reconocido, cuando se refirió a la visión 
“dogmática” que como enfoque se utiliza por la jurisprudencia constitucional32. Recien-
temente dijo, con especial contundencia, que la “especialidad” que hoy se predica de la 
ley disciplinaria y los entes encargados de aplicarla, han dado origen a “la creación de 
una jurisprudencia disciplinaria de importancia, que desde luego se nutre de otras áreas 
del saber como el derecho penal, para crear una dogmática del derecho disciplinario 
que ya tiene tradición en Colombia”33 (cursiva fuera de texto). 

b. La dogmática parte de la norma positiva del Estado; sin embargo, se nutre y condi-
ciona por los principios, valores y derechos constitucionales, jugando un papel crucial 
y definitivo, para su entendimiento, además de los temas normativos estructurales, los 
normativos funcionales.

La dogmática no es dogmatismo, esto es, aplicación a rajatabla de lo que dice la ley.

La expresión dogma viene del objeto de la metodología, que parte, para la construc-
ción científica del derecho, por supuesto también para la de la teoría jurídica, de la ley 
positiva vigente en el Estado34.

La dogmática hoy, en consecuencia, no puede ser sino “dogmática axiológica”, esto 
es, construcción científica de la teoría jurídica a partir de la ley, empero, interpretada a 
partir de los principios, valores y derechos constitucionales, dado el carácter de norma 
de normas que tiene la Carta Política y los efectos irradiantes que producen los derechos 
fundamentales en la interpretación legal (arts. 4.º, 85 y 86)35.

30	S entencias C-487 de 1993, C-011 de 1994, C-194, C-444 y C-600A de 1995, C-147 de 1998 y C-1646 
de 2000.

31	S entencia T-058 de 1995, M. P.: Cifuentes Muñoz.
32	C onsejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda Subsección “A”. Sentencia 

del 30 de noviembre de 2006, radicación n.º  25000-23-25-000-2001-08325-01 y n.º interno  1478-05, 
C. P.: Olaya Forero.

33	C onsejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “B”. Sentencia 
del 1.º de octubre de 2009, radicación n.º 11001-03-25-000-2002-0240  y n.º interno  4925-02, C. P.: 
Alvarado Ardila. 

34	 Carlos Arocha Mortón. Crítica a la dogmática jurídico penal, México, Librería de Manuel Porrúa, 
p. 25.

35	 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. La dogmática como Ciencia del Derecho. Sus especies penal y dis-
ciplinaria. Semejanzas y diferencias, Bogotá, Instituto Colombiano de Derecho disciplinario, 2010.
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c. La relación de la Dogmática Disciplinaria con la Dogmática Penal se da, de espe-
cie a especie, mediando un tránsito por el género que las cobija, esto es, el Derecho 
sancionador.

De manera clara se ha dicho que la función del Derecho penal es la protección de los 
bienes jurídicos, y la del Derecho disciplinario, el aseguramiento de los deberes fun-
cionales.

Constitucionalmente dicha diferencia viene soportada por los fines y objetos de cada 
especie del Derecho sancionador, como lo son el Derecho penal, el Derecho contra-
vencional, el impeachment, el Derecho correccional y el Ddisciplinario36, a partir de lo 
cual adquiere nuestra disciplina el rango de ciencia autónoma e independiente37.

d. Las categorías dogmáticas elaboradas por el Derecho penal son aplicables al Dere-
cho disciplinario, obviamente, en cuanto se respete su propia identidad, lo que implica 
entender que tienen su propio sentido y contenido.

Si bien en un principio se afirmó que las categorías penales se aplicaban también en 
Derecho disciplinario38, la evolución de la jurisprudencia ha sido enfática en precisar 
que tal señalamiento sólo lo es con respecto a su revestimiento, puesto que la tipicidad, 
antijuridicidad y culpabilidad, así como sus respectivas subcategorías dogmáticas, 
tienen su propio sentido y contenido39.

En consonancia con lo anterior ha señalado:

En el ámbito administrativo y, específicamente, en el derecho disciplinario, la 
jurisprudencia constitucional ha establecido que las garantías constitucionales 
inherentes al debido proceso, mutatis mutandi, se aplican a los procedimientos 
disciplinarios, dado que éstos constituyen una manifestación del poder punitivo 
del Estado40. Sin embargo, su aplicación se modula para adecuar el ejercicio del 

36	C orte Constitucional. Sentencias C-195 de 1993, C-214 de 1994, C-280, C-306 y C-597 de 1996, C-310 
de 1997, C-554 y C-827 de 2001, C-948 de 2002, C-406 de 2004, C-818 de 2005, T-1034 de 2006 y 
T-068 de 2009.

37	C orte Constitucional. Sentencias T-438 de 1992, C-769 y C-708 de 1999, C-155 y C-181 de 2002,  
C-252 y C-948 de 2003.

38	C orte Suprema de Justicia. Sala Plena. Sentencias del 10 de febrero de 1993 y 7 de marzo de 1985, M. 
P.: Gaona Cruz.

39	 La especificidad del Derecho penal ha sido resaltada por la Corte Constitucional en sentencias C-176 de 
1994, C-118 de 1996, C-647 de 2001, C-233 y C-370 de 2002, C-252 de 2003 y C-897 de 2005. Muy 
especialmente la Sentencia C-242 de 2010.

40	A l respecto, se pueden consultar las sentencias T-146 de 1993, C-244, C-386 y C-679 de 1996, C-769 
de 1998 y C-181 de 2002, entre otras. 
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poder disciplinario a la naturaleza y objeto del derecho disciplinario41 y, espe-
cialmente, al interés público y a los principios de moralidad, eficacia, economía 
y celeridad que informan la función administrativa42. 

e. El Derecho procesal disciplinario, como sucede en la ciencia procesal en general, está 
vinculado con imperativos constitucionales y, especialmente, con una visión que no deje 
de tener en cuenta las necesidades normativas estructurales-funcionales y sociales43.

f. El Derecho disciplinario se encuentra sustancialmente jurisdiccionalizado, empero, al 
no hacer parte de la estructura constitucional de la organización de la justicia, se halla 
sometido (salvo aquél perteneciente al sector de la llamada jurisdicción disciplinaria), 
al control de la jurisdicción contenciosa administrativa44. 
 

II. 	D erecho sustancial45

Resulta evidente, para la jurisprudencia constitucional, que nuestra disciplina “aplica 
las garantías propias del Derecho penal pero supone la presencia de categorías propias 
del Derecho disciplinario también con unos rasgos específicos que admiten cierto grado 
de flexibilidad y lo distinguen de aquél en aspectos relevantes”46.

41	A sí, la Corte ha expuesto que: “La no total aplicabilidad de las garantías del derecho penal al campo 
administrativo obedece a que mientras en el primero se protege el orden social en abstracto y su ejercicio 
persigue fines retributivos, preventivos y resocializadores, la potestad sancionatoria de la administración 
se orienta más a la propia protección de su organización y funcionamiento, lo cual en ocasiones justi-
fica la aplicación restringida de estas garantías –quedando a salvo su núcleo esencial– en función de la 
importancia del interés público amenazado o desconocido”; Sentencia C-181 de 2002, M. P.: Monroy 
Cabra.

42	S entencias T-438 de 1992, C-195 de 1993, C-244 de 1996, C-280 de 1996 y C-095 de 2003, reiteradas 
por sentencias T-161 de 2009 y C-242 de 2010.

43	P ara el efecto consultar de mí autoría: a) Problemas centrales del Derecho disciplinario, Bogotá, Insti-
tuto Colombiano de Derecho disciplinario y Ediciones Nueva Jurídica, 2008; b) Asuntos disciplinarios. 
Praxis y jurisprudencia, Bogotá, Instituto Colombiano de Derecho disciplinario y Ediciones Nueva 
Jurídica, 2009, y c) Derecho procesal disciplinario judicial, Bogotá, Escuela Judicial “Rodrigo Lara 
Bonilla” y Consejo Superior de la Judicatura, 2009. 

44	P ara el efecto consultar de mí autoría: a) Elementos y propuestas para el control contencioso adminis-
trativo de la actividad disciplinaria, Bogotá, Instituto Colombiano de Derecho disciplinario y Ediciones 
Nueva Jurídica, 2009, y b) Control contencioso y justicia disciplinaria, Bogotá, Alcaldía Mayor de 
Bogotá, 2010. 

45	E stas características básicas fueron expuestas sistemáticamente, por primera vez, en Carlos Arturo 
Gómez Pavajeau. Dogmática del Derecho disciplinario, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 
2001.

46	S entencia C-242 de 2010, M. P.:  González Cuervo.
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A. 	L a “relación especial de sujeción” como fundamento del Derecho 
disciplinario

El Derecho comparado y la jurisprudencia constitucional han entendido que, entre el 
servidor público y el Estado, con el acto de aceptación del cargo y la toma de pose-
sión, se genera un vínculo especial de particulares connotaciones, a través del cual se 
imponen cargas superiores a aquellas a las cuales están sometidas las personas que no 
tienen vínculo alguno con la Administración Pública, que de alguna manera implican 
el recorte de ciertas libertades en pos de la neutralidad, objetividad, transparencia, efi-
ciencia, eficacia y moralidad pública, de lo cual dimos cuenta desde nuestra primera 
edición de la Dogmática del Derecho disciplinario.

Posteriormente a los planteamientos efectuados en el trabajo del año 2001, siguieron 
otros que exploraron el tema47 y aun, permitieron que buscáramos sus orígenes históri-
cos48. También, dichos trabajos, han sido publicados con los de otros muy importantes 
autores, como el Profesor Mario Roberto Molano López49.

La jurisprudencia de las altas cortes es copiosa sobre el asunto, manifestándose, a favor 
de la figura de la relación especial de sujeción, la Sala Plena de la Corte Suprema de 
Justicia50, la Corte Constitucional51, la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Su-
perior de la Judicatura52 y el Consejo de Estado53. El Consejo de Estado, recientemente 
de manera específica en materia disciplinaria, ha dicho que “en la organización Estatal 
constituye elemento fundamental para la realización efectiva de los fines esenciales del 
Estado Social de Derecho, la potestad para desplegar un control disciplinario sobre sus 
servidores, en atención a su especial sujeción al Estado en razón de la relación jurídica 
surgida por la atribución de la función pública”54 (cursiva fuera de texto).

47	 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. La relación especial de sujeción como categoría dogmática supe-
rior del Derecho disciplinario, Bogotá, Procuraduría General de la Nación e Instituto de Estudios del 
Ministerio Público, 2003.

48	 Carlos Arturo Gómez Pavajeau. “Sobre los orígenes de la relación especial de sujeción y sus reper-
cusiones actuales”, en aa.vv. Lecciones de Derecho disciplinario, vol. 3, Bogotá, Procuraduría General 
de la Nación e Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2007.

49	 Mario Roberto López Molano y Carlos Arturo Gómez Pavajeau. La relación especial de sujeción. 
Estudios, Bogotá, Universidad Externado de Colombia, 2007.

50	S entencia del 8 de agosto de 1985, M. P.: Medellín Forero.
51	S entencias C-417 de 1993, C-244, C-286, C-341 y C-280 de 1996, C-769 de 1998, C-708 de 1999, 

C-181 de 2002, C-252 de 2003, C-014, C-431 y T-1093 de 2004
52	S entencia de tutela del 5 de diciembre de 2007, segunda instancia, radicación n.º 

44001110200020070047601190, M. P.: Henao Orozco.
53	C onsejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “A”. Sentencia 

del 30 de noviembre de 2006, radicación n.º 25000-23-25-000-2001-08325-01(1478-05), C. P.: Olaya 
Forero. También Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Tercera. Sentencias del 4 de octubre 
de 2007, expediente n.º 15.567 y 8 de febrero de 2008, expediente n.º 16.996, C. P.: Gil Botero.

54	C onsejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “A”. Sentencia 
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La existencia de la relación especial de sujeción se explica por cuanto: 

El artículo 6.º de la Constitución Política establece que los funcionarios públicos 
son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes, 
y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (art. 6.°). Esta 
Corporación ha señalado que esta disposición constitucional “justifica el esta-
blecimiento de un sistema de control legal, propio de un Estado de derecho, en 
el que las autoridades públicas deben respeto y observancia al ordenamiento 
jurídico, lo que a su vez genera la correlativa responsabilidad por las acciones 
u omisiones mediante las cuales infrinjan las normas que regulan el debido 
desempeño de sus funciones”55.

De esta manera, el Derecho disciplinario se configura como el mecanismo para 
hacer efectivo este sistema de control de los servidores públicos, que se traduce 
en una de las potestades sancionatorias del Estado. Así, como bien lo ha señala-
do la jurisprudencia constitucional el Estado puede ejercer el ius puniendi por 
medio de distintas modalidades jurídicas, entre las cuales se cuenta el Derecho 
disciplinario: “enderezado a regular el comportamiento disciplinario de su per-
sonal, fijando los deberes y obligaciones de quienes lo integran, las faltas, las 
sanciones correspondientes y los procedimientos para aplicarlas”56. 

En cuanto a sus finalidades, esta Corporación ha destacado que el Derecho dis-
ciplinario se estructuró con la finalidad de asegurar el eficiente funcionamiento 
del aparato estatal, situación que justifica la existencia de un sistema de reglas 
para ejercer la actividad pública que responda a los principios de igualdad, mo-
ralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad consagradas 
en el artículo 209 Superior57.

De igual manera se ha reiterado el fundamento del Derecho disciplinario en la llamada 
relación especial de sujeción, al afirmar que 

… la acción disciplinaria se produce dentro de la relación de subordinación 
que existe entre el funcionario y la Administración en el ámbito de la función 
pública y se origina en el incumplimiento de un deber o de una prohibición, 
la omisión o extralimitación en el ejercicio de las funciones, la violación del 
régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., y su finalidad es la de ga-
rantizar el buen funcionamiento, moralidad y prestigio del organismo público 

del 26 de noviembre de 2009, radicación n.º 52001-23-31-000-2002-01023-02 y n.º interno 0506-08, 
C. P.: Gómez Arangurén.

55	S entencia C-819 de 2006
56	S entencia C-181 de 2002.
57	S entencia C-763 de 2009, M. P.: Pretelt Chaljub.
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respectivo58 (esto es) la potestad disciplinaria ha de ejercerse con atención a 
los principios de la función administrativa y del servicio público, como a los 
fines esenciales del Estado59.

Muy claramente se ha establecido, respecto de las relaciones entre el Estado y sus 
trabajadores, que:

En desarrollo de lo dispuesto en la Constitución, el legislador definió el con-
trato laboral como “aquel por el cual una persona natural se obliga a prestar un 
servicio personal a otra persona natural o jurídica, bajo la continuada depen-
dencia o subordinación de la segunda y mediante remuneración” (art. 22 del 
Código Sustantivo del Trabajo). Esto significa que la relación laboral con el 
Estado, que surge de la relación legal y reglamentaria o del contrato de trabajo, 
no importa el nombre que las partes le den porque prevalece el criterio material 
respecto del criterio formal del contrato, tiene tres elementos que lo identifican: 
i) la prestación de servicios u oficios de manera personal, ii) la subordinación 
o dependencia del trabajador respecto del empleador y, iii) la contraprestación 
a los dos anteriores que se denomina salario (art. 23 ibídem)60.

De todos modos debe reiterarse que 

… la potestad conferida al legislador para establecer los diversos regímenes 
sancionatorios, se encuentra vinculada a los fines constitucionales del Estado y 
limitada por el respeto a los derechos fundamentales de la persona”61 (toda vez 
que) “los límites de esta libre configuración normativa están representados por 
los valores y derechos consagrados en nuestro Estatuto Superior tales como la 
dignidad humana, la solidaridad, la prevalencia del interés general, la justicia, 
la igualdad y el orden justo y especialmente en la primacía de derechos funda-
mentales de la persona62.

Recientemente así también lo ha reconocido la doctrina oficial de la Procuraduría Ge-
neral de la Nación63 y Roa Salguero64.

58	S entencia T-161 de 2009, M. P.:  González Cuervo.
59	S entencia C-242 de 2010, M. P.:  González Cuervo.
60	S entencia C-614 de 2009, M. P.: Pretelt Chaljub.
61	S entencias C-038 de 1995 y C-013 de 1997. Recientemente reiteradas por Sentencia C-763 de 2009.
62	S entencia C-763 de 2009.
63	 Alejandro Ordóñez Maldonado. Justicia disciplinaria, Bogotá, Procuraduría General de la Nación 

e Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2009.
64	 Roa Salguero. Ob. cit., p. 47.
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B. 	L a técnica de los tipos abiertos y en blanco

El objeto de regulación del Derecho penal viene demarcado por la idea de que en un 
Estado de Derecho los particulares pueden hacer todo lo que no se encuentre prohibido, 
por lo que los tipos penales desarrollan, dentro de un marco de tipos cerrados como 
norma general, lo comportamientos considerados como punibles. Por el contrario, los 
funcionarios públicos sólo pueden hacer lo que se encuentra mandado y para lo cual 
están autorizados, de tal manera que describir lo punible tiene una tendencia al infinito, 
lo que implica que la técnica de tipificación tiene que ser abierta, pues de lo contrario 
los códigos serían unas verdaderas enciclopedias sin terminar.

Esta posición y sus consecuencias, ha sido pacífica y reiterada en la jurisprudencia 
constitucional, ante lo cual se ha señalado:

En relación con la precisión de la definición previa de las conductas que se-
rán sancionadas, la Corte ha aceptado de tiempo atrás que en este ámbito es 
admisible que las faltas disciplinarias se consagren en “tipos abiertos”, “ante 
la imposibilidad del legislador de contar con un listado detallado de compor-
tamientos donde se subsuman todas aquellas conductas que están prohibidas 
a las autoridades o de los actos antijurídicos de los servidores públicos”65. La 
infracción disciplinaria implica siempre el incumplimiento o desconocimiento 
de un deber del servidor público; “la negligencia, la imprudencia, la falta de 
cuidado y la impericia pueden ser sancionados en este campo en cuanto impli-
quen la vulneración de los deberes funcionales de quienes cumplen funciones 
públicas”. En esa medida, las normas disciplinarias estructuradas en forma de 
tipos abiertos remiten a un complemento normativo, integrado por todas las 
disposiciones en las que se consagran los deberes, mandatos y prohibiciones 
aplicables a los servidores públicos; y es a este complemento al cual debe acudir 
el juez disciplinario al momento de decidir sobre la existencia de responsabi-
lidad y la procedencia de las sanciones correspondientes. Así, “la tipicidad en 
las infracciones disciplinarias se establece por la lectura sistemática de la nor-
ma que establece la función, la orden o la prohibición y de aquella otra que de 
manera genérica prescribe que el incumplimiento de tales funciones, órdenes 
o prohibiciones constituye una infracción disciplinaria”66. En igual medida, 
el juez disciplinario debe contar, al nivel de la definición normativa de la falla 
disciplinaria, con un margen de apreciación más amplio que el del juez penal, 
que le permita valorar el nivel de cumplimiento, diligencia, cuidado, prudencia 
con el cual cada funcionario público ha dado cumplimiento a los deberes, prohi-
biciones y demás mandatos funcionales que le son aplicables; ello en la medida 
en que “es necesario garantizar de manera efectiva la observancia juiciosa de 

65	S entencia C-948 de 2002.
66	S entencia C-404 de 2001.
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los deberes de servicio asignados a los funcionarios del Estado mediante la san-
ción de cualquier omisión o extralimitación en su cumplimiento”67. También se 
justifica este menor requerimiento de precisión en la definición del tipo discipli-
nario por el hecho de que asumir una posición estricta frente a la aplicación del 
principio de tipicidad en este campo llevaría simplemente a transcribir, dentro 
de la descripción del tipo disciplinario, las normas que consagran los deberes, 
mandatos y prohibiciones aplicables a los servidores públicos68. 

De lo expuesto se puede concluir entonces que el sistema de tipos abiertos en 
materia disciplinaria, implica la existencia de un mayor margen de apreciación 
para el fallador disciplinario al momento de efectuar la adecuación típica de 
una conducta a la definición normativa de la falla a sancionar69. 

Esto es, “las conductas o comportamientos que constituyen falta administrativa, no 
tienen por qué ser descritos con la misma minuciosidad y detalle que se exige en ma-
teria penal, permitiendo así una mayor flexibilidad”70.

También recientemente señaló la Corte Constitucional que 

… en relación con el uso de conceptos indeterminados en normas que tipifiquen 
actos que se someten a sanciones disciplinarias, la jurisprudencia constitucional 
ha precisado que las normas del derecho disciplinario entran frecuentemente 
en conflicto con derechos fundamentales como la intimidad y la autonomía 
personal, colisiones que deben ser resultas a través de la ponderación de los 
bienes jurídicos en conflicto. En este sentido, resultan inconstitucionales aque-
llas normas que tipifican como faltas disciplinarias, conductas que no tengan 
relación con el desempeño de la función pública o no correspondan a ninguno 
de los deberes de los servidores públicos. De esta forma, aunque se admite la 
validez constitucional de tipos abiertos en las conductas constitutivas de faltas 
disciplinarias, ante la imposibilidad de contar con un catálogo de conductas 
donde se subsuman todas aquellas que se alejen de los propósitos de la función 
pública y por ende resulten sancionables, esto no significa que en la tipificación 
de tales faltas se pueda utilizar expresiones ambiguas, vagas e indeterminadas 
que quebranten el principio de legalidad y tipicidad consagrado en el artículo 
29 de la Constitución, fundamental en el derecho sancionatorio71.

67	 Ídem.
68	S entencia T-1093 de 2004.
69	S entencia T-161 de 2009, M. P.: González Cuervo.
70	S entencias C-921 de 2001, C-0099 de 2003, C-406 de 2004, C-343 de 2006 y C-242 de 2010.
71	S entencia C-350 de 2009, M. P.: Calle Correa. De todos modos es claro, según Sentencia C-242 de 

2010, que en “el ámbito del derecho administrativo sancionador el principio de legalidad se aplica de modo 
menos riguroso que en materia penal, por las particularidades propias de la actividad sancionadora”.
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Pero de significativa importancia, por cuanto morigera los efectos negativos de los 
tipos en blanco, respecto de la seguridad jurídica, 

… la Corte recordó que en materia disciplinaria, la ley debe orientarse a asegurar 
el cumplimiento de los deberes funcionales que le asisten al servidor público 
o al particular que cumple funciones públicas, pues las faltas le interesan al 
derecho disciplinario en cuanto interfieran tales funciones72.

C. 	E l concepto de ilicitud sustancial

El concepto de ilicitud sustancial ha sido calificado como definitorio del Derecho 
disciplinario73, diferente al concepto de antijuridicidad material propio del Derecho 
penal74, y así lo ha determinado rotundamente la jurisprudencia constitucional, al 
estimar “el incumplimiento de los deberes funcionales como fundamento de la res-
ponsabilidad disciplinaria”75, toda vez que “el Derecho disciplinario procura asegurar 
el cumplimiento de unos deberes y obligaciones que someten a servidores públicos o 
a individuos que ejercen funciones públicas y autoriza la aplicación de sanciones de 
diferente entidad, sin en todo caso involucrar la libertad personal y de locomoción”, 
por lo que “es enteramente razonable que diferencie la forma de concebir y ordenar el 
debido proceso en uno y otro régimen”76.

Sólo se ha presentado cierta duda cuando se dijo, en alguna sentencia, que en la falta 
disciplinaria debe constatarse, que se “ajusta al principio de antijuridicidad material 
o lesividad reconocido por el legislador”77, citando incorrectamente la letra de la ley, 
pues prácticamente se inventó una frase, lo que muy pronto se vio rectificado78 y re-
cientemente así se ha reiterado79.

72	 Ídem.
73	P or primera vez, así fue expuesto por el autor, en las Jornadas Internacionales de Derecho penal cele-

bradas por la Universidad Externado de Colombia en el año 2000, cuyo tema central fue la “Corrupción 
administrativa”, proponiéndose el Derecho disciplinario como una herramienta importante en la lucha 
contra tal fenómeno disfuncional estatal. 

74	C onsultar para el efecto a Carlos Arturo Gómez Pavajeau. El principio de antijuridicidad material, 
Bogotá, Giro Editores, 2005.

75	S entencia C-948 de 2002.
76	S entencias C-762 de 2009 y C-242 de 2010.
77	S entencia C-818 de 2005, M. P.: Escobar Gil.
78	A sí en Carlos Arturo Gómez Pavajeau. “La ilicitud sustancial”, en aa.vv. Lecciones de Derecho 

disciplinario, vol. 1, Bogotá, Procuraduría General de la Nación e Instituto de Estudios del Ministerio 
Público, 2006.

79	S entencia C-242 de 2010, M. P.:  González Cuervo.
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También la doctrina oficial disciplinaria así lo ha venido considerando recientemente, con 
muy serios planteamientos, si se aísla lo dogmático de la parte filosófica del trabajo80.

Recientemente se expresó la jurisprudencia constitucional en consonancia con ello:

En lo relativo con el incumplimiento de los deberes funcionales como fun-
damento de la responsabilidad disciplinaria, la Corte ha señalado que los 
servidores públicos, en el ejercicio de los cargos para los cuales hayan sido 
nombrados, deben buscar el logro del objetivo principal para el cual fueron 
nombrados, el cual es servir al Estado y a la comunidad con estricta sujeción 
a lo dispuesto en la Constitución, la ley y el reglamento, “por lo tanto, pueden 
verse sometidos a una responsabilidad pública de índole disciplinaria, cuando 
en su desempeño vulneran el ordenamiento superior y legal vigente, así como 
por la omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (C.P., arts. 6.º 
y 123)81”82. Lo expresado en razón de que la finalidad del derecho disciplinario 
es la de salvaguardar la obediencia, la disciplina, la rectitud y la eficiencia de 
los servidores públicos83. 

[…] 3.3.5. De ahí que el fundamento de la responsabilidad disciplinaria es la 
inobservancia de los deberes funcionales del servidor público, tal y como lo 
establecen la Carta, las leyes y los reglamentos aplicables al caso. Consecuen-
te con lo anterior, el derecho disciplinario valora la inobservancia de normas 
positivas en cuanto ella implique el quebrantamiento del deber funcional, esto 
es, el desconocimiento de la función social que le incumbe al servidor público 
o al particular que cumple funciones públicas84. 

3.3.6. En igual sentido la Corte ha manifestado “que si los presupuestos de una 
correcta administración pública son la diligencia, el cuidado y la corrección en 
el desempeño de las funciones asignadas a los servidores del Estado, la conse-
cuencia jurídica de tal principio no podría ser otra que la necesidad de castigo 
de las conductas que atentan contra tales presupuestos, conductas que –por 
contrapartida lógica– son entre otras, la negligencia, la imprudencia, la falta 
de cuidado y la impericia. En términos generales, la infracción a un deber de 
cuidado o diligencia85”86-87.

80	A sí en Ordóñez Maldonado. Ob. cit., pp. 23 a 40.
81	S entencia C-708 de 1999.
82	S entencia C-948 de 2002.
83	S entencia C-341 de 1996.
84	C fr. Sentencia C-373 de 2002.
85	S entencia C-181 de 2002. 
86	S entencia C-948 de 2002.
87	S entencia T-161 de 2009.
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Como para que no existiese duda, posteriormente se señaló.

El artículo 6.º de la Constitución Política establece que los funcionarios públicos 
son responsables ante las autoridades por infringir la Constitución y las leyes, 
y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones (art. 6.°). Esta 
Corporación ha señalado que esta disposición constitucional “justifica el esta-
blecimiento de un sistema de control legal, propio de un Estado de derecho, en 
el que las autoridades públicas deben respeto y observancia al ordenamiento 
jurídico, lo que a su vez genera la correlativa responsabilidad por las acciones 
u omisiones mediante las cuales infrinjan las normas que regulan el debido 
desempeño de sus funciones”88, así, “de esta manera, el derecho disciplinario 
se configura como el mecanismo para hacer efectivo este sistema de control de 
los servidores públicos, que se traduce en una de las potestades sancionatorias 
del Estado89. Así, como bien lo ha señalado la jurisprudencia constitucional 
el Estado puede ejercer el ius puniendi por medio de distintas modalidades 
jurídicas, entre las cuales se cuenta el derecho disciplinario90: “enderezado a 
regular el comportamiento disciplinario de su personal, fijando los deberes y 
obligaciones de quienes lo integran, las faltas, las sanciones correspondientes 
y los procedimientos para aplicarlas”91. 

En cuanto a sus finalidades, esta Corporación ha destacado92 que el derecho dis-
ciplinario se estructuró con la finalidad de asegurar el eficiente funcionamiento 
del aparato estatal, situación que justifica la existencia de un sistema de reglas 
para ejercer la actividad pública que responda a los principios de igualdad, mo-
ralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad consagradas 
en el artículo 209 Superior93.

La jurisprudencia del Consejo de Estado, compatible con lo anterior, ha señalado de 
manera contundente que 

88	S entencia C-819 de 2006.
89	E n la sentencia C-125 de 2003, esta Corte señaló que “[l]a potestad sancionatoria del Estado comprende 

varias modalidades, como las reguladas por el Derecho penal, el Derecho contravencional  y el Derecho 
disciplinario, entre otras…”. Esta Corporación ha precisado las diferencias existentes entre la facultad 
sancionadora de orden disciplinario y el Derecho penal propiamente dicho, en las sentencias C-181 de 
2002, C-124 y T-811 de 2003, C-818 y T-806 de 2005, entre otras.

90	P or ejemplo en la Sentencia C-818 de 2005 señaló la Corte: “Esta Corporación ha sostenido de manera 
reiterada que el derecho sancionador del Estado en ejercicio del ius puniendi, es una disciplina compleja 
que envuelve, como género, al menos cuatro especies, a saber: el derecho penal delictivo, el derecho 
contravencional, el derecho disciplinario y el derecho correccional. Salvo la primera de ellas, las demás 
especies del derecho punitivo del Estado, corresponden al denominado derecho administrativo sancio-
nador”. Cfr., también, las sentencias C-214 de 1994, C-948 de 2002, C-406 de 2004. 

91	S entencia C-181 de 2002.
92	C fr. Sentencia C-181 de 2002.
93	S entencia C-763 de 2009.
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… en la organización Estatal constituye elemento fundamental para la realiza-
ción efectiva de los fines esenciales del Estado Social de Derecho, la potestad 
para desplegar un control disciplinario sobre sus servidores, en atención a su 
especial sujeción al Estado en razón de la relación jurídica surgida por la 
atribución de la función pública; de manera pues, que el cumplimiento de los 
deberes y las responsabilidades por parte del servidor público, se debe efec-
tuar dentro de la ética del servicio público, con acatamiento a los principios de 
moralidad, eficacia, eficiencia, que caracterizan la actuación administrativa y 
propenden por el desarrollo íntegro de la función pública con pleno acatamiento 
de la Constitución, la ley y el reglamento. De suerte, que el derecho disciplinario 
valora la inobservancia del ordenamiento superior y legal vigente, así como la 
omisión o extralimitación en el ejercicio de funciones; con lo que la ley discipli-
naria se orienta entonces a asegurar el cumplimiento de los deberes funcionales 
que le asisten al servidor público o al particular que cumple funciones públicas, 
cuando sus faltas interfieran con las funciones estipuladas. Si los presupuestos 
de una correcta administración pública son la diligencia, el cuidado y la correc-
ción en el desempeño de las funciones asignadas a los servidores del Estado, 
la consecuencia jurídica no puede ser otra que la necesidad del castigo de las 
conductas que atenten contra los deberes que le asisten. Así pues, la finalidad 
de la ley disciplinaria es la prevención y buena marcha de la gestión pública, 
al igual que la garantía del cumplimiento de los fines y funciones del Estado 
en relación con las conductas de los servidores que los afecten o pongan en 
peligro”94 (cursiva fuera de texto).

D. 	L a incriminación imprudente por la técnica del sistema numerus apertus

Como elemento definitorio se ha estimado “la vigencia en el derecho disciplinario del 
sistema de sanción de las faltas disciplinarias denominado de los números abiertos, o 
numerus apertus, por oposición al sistema de números cerrados o clausus del derecho 
penal”95.

Ya la Corte Constitucional había dicho, previamente, que el cdu ha adoptado una sis-
tema de numerus apertus en la imputación culposa, toda vez que 

… en principio a toda modalidad dolosa de una falta disciplinaria le correspon-
derá una de carácter culposo, salvo que sea imposible admitir que el hecho se 
cometió culposamente como cuando en el tipo se utilizan expresiones como a 
sabiendas, de mala fe, con intención, etc.96. 

94	C onsejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “A”. Sentencia 
del 26 de noviembre de 2009, radicación n.º 52001-23-31-000-2002-01023-02 y n.º interno 0506-08, 
C. P.: Gómez Arangurén.

95	S entencia C-948 de 2002, reiterada por Sentencia T-161 de 2009.
96	S entencia C-155 de 2002, M. P.: Vargas Hernández.
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Esto es, 

… la determinación de si un comportamiento puede ser ejecutado a título de 
dolo o culpa depende de la naturaleza misma del comportamiento […] De allí 
que sea la propia ontología de la falta la que determina si la acción puede ser 
cometida a título de dolo o culpa…97.

Dicha conceptualización se ha ligado, de manera necesaria, con la técnica de tipificación 
en blanco, lo cual implica unos márgenes mayores, en cabeza del juez disciplinario, 
para los efectos de la adecuación típica.

Tal posición jurisprudencial se ha mantenido incólume hasta el momento.

E. 	P rohibición de doble incriminación sólo intraespecie del Derecho 
sancionador

La jurisprudencia del Consejo de Estado, Consejo Superior de la Judicatura y Corte 
Constitucional ha sido categórica en señalar que no existe prohibición de doble inves-
tigación por razones disciplinarias y penales, argumentado la diferencia de objeto y 
fines de cada una de las especies de Derecho sancionador98, lo cual hemos entendido 
como una posición característica del Derecho disciplinario colombiano99, aun cuando 
hemos propuesto, de lege ferenda, algunas interpretaciones alternativas100.

Empero, en una ocasión, comoquiera que por unos mismos hechos la Fiscalía se había 
abstenido de dictar medida de aseguramiento en contra de algunos servidores públicos, 
por el contrario la Procuraduría General de la Nación impuso por los mismos hechos 
sanción disciplinaria, se argumentó por la Sala Jurisdiccional Disciplinaria que debía 
existir armonía en las decisiones y decretó, en favor del procesado, la suspensión del ac-
to administrativo101; aun cuando, en muy poco tiempo, se rectificó dicha posición102. 

97	S entencia C-181 de 2002, M. P.: Monroy Cabra.
98	U n seguimiento de las jurisprudencias de los altos tribunales de justicia de Colombia sobre el tema en 

Gómez Pavajeau. Problemas centrales del Derecho disciplinario, cit., pp. 255 a 260.
99	A sí en Carlos Arturo Gómez Pavajeau. “La novedosa pero aporética jurisprudencia disciplinaria 

sobre el non bis in ídem”, en aa.vv. Lecciones de Derecho disciplinario, vol. 9, Bogotá, Procuraduría 
General de la Nación e Instituto de Estudios del Ministerio Público, 2008.

100	Así en Dogmática del Derecho disciplinario y Dogmática disciplinaria judicial, cit.
101	Consejo Superior de la Judicatura. Sala Jurisdiccional Disciplinaria. Sentencia de tutela de segunda 

instancia del 31 de marzo de 2008, radicación n.º 11001110200020080025401, M. P.: López Mora.
102	Consejo Superior de la Judicatura. Sala Jurisdiccional Disciplinaria. Sentencia de tutela de segunda 

instancia del 16 de julio de 2008, radicación n.º 47001110200020080016701/1204T, M. P.: Bueno 
Miranda.
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La Corte Constitucional fue contundente en la defensa de la posición pacífica y reite-
rada, que hace mucho tiempo viene exponiendo:

Si bien, entre la acción penal y la disciplinaria existen ciertas similitudes puesto 
que ambos emanan de la potestad sancionadora del Estado, se originan en la 
violación de normas que establecen conductas ilegales, buscan determinar la 
responsabilidad del imputado e imponer la sanción respectiva, siguiendo los 
procedimientos previamente establecidos por el legislador, no es menos cierto 
que tal identificación no es plena: la acción disciplinaria se produce dentro de 
la relación de subordinación que existe entre el funcionario y la Administra-
ción en el ámbito de la función pública y se origina en el incumplimiento de un 
deber o de una prohibición, la omisión o extralimitación en el ejercicio de las 
funciones, la violación del régimen de inhabilidades, incompatibilidades, etc., 
y su finalidad es la de garantizar el buen funcionamiento, moralidad y presti-
gio del organismo público respectivo. Y ello le otorga especificidad103. A ese 
respecto la Corte ha señalado: 

“[…] 5. Ahora bien, en el terreno del derecho disciplinario, el derecho san-
cionador de la Administración se concreta en la facultad que se le atribuye a 
los entes públicos de imponer sanciones a sus propios funcionarios. Con esta 
potestad disciplinaria se busca particularmente asegurar el cumplimiento de 
los principios que regulan el ejercicio de la función pública, como lo son los de 
igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad 
(C.P. art. 209)104.

5.1. En cuanto a la autoridad pública encargada de adelantar el proceso penal es 
evidente que se trata de funcionarios investidos de poder jurisdiccional cuyas 
decisiones hacen tránsito a cosa juzgada, mientras, por regla general, el proceso 
disciplinario está a cargo de autoridades administrativas cuyas decisiones pue-
den ser impugnadas ante la jurisdicción contencioso administrativa; además, 
en materia de tipicidad la descripción de la conducta señalada en la legislación 
penal105 no atiende a los mismos parámetros de aquella descrita por la legislación 
disciplinaria106, pues en esta última el operador jurídico cuenta con un margen 
mayor de apreciación, por cuanto se trata de proteger un bien jurídico que, como 
la buena marcha, la buena imagen y el prestigio de la administración pública, 

103	Sentencia C-244 de 1996.
104	Corte Constitucional. Sentencia C-818 de 2005, M. P.: Escobar Gil.
105	Ley 599 de 2000. Código Penal. Artículo 10.º “Tipicidad. La ley penal definirá de manera inequívoca, 

expresa y clara las características básicas estructurales del tipo penal. En los tipos de omisión también 
el deber tendrá que estar consagrado y delimitado claramente en la Constitución Política o en la ley”. 

106	Ley 734 de 2000. Código Disciplinario Único. Artículo 4.º “Legalidad. El servidor público y el parti-
cular en los casos previstos en este código sólo serán investigados y sancionados disciplinariamente 
por comportamientos que estén descritos como falta en la ley vigente al momento de su realización”.
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permite al “juez disciplinario” apreciar una conducta y valorar las pruebas con 
criterio jurídico distinto al empleado por el funcionario judicial, tendiendo en 
cuenta, además, que en el proceso disciplinario se interpreta y aplica una norma 
administrativa de carácter ético. Acerca del principio de tipicidad en materia 
disciplinaria la Corte ha explicado:

“Adicional a los principios de legalidad y reserva de ley, en el derecho adminis-
trativo sancionador, y en concreto, en el derecho disciplinario, de igual manera 
resulta exigible el principio de tipicidad. De conformidad con esta garantía del 
debido proceso disciplinario, en materia administrativa, la norma creadora de 
las infracciones y de las sanciones, debe describir clara, expresa e inequívo-
camente las conductas que pueden ser sancionadas y el contenido material de 
las infracciones, así como la correlación entre unas y otras. En esta medida, la 
Corte ha admitido que mediante el principio de tipicidad ‘se desarrolla el prin-
cipio fundamental nullum crimen, nulla poena sine lege, es decir, la abstracta 
descripción que tipifica el legislador con su correspondiente sanción, debe ser 
de tal claridad que permita que su destinatario conozca exactamente la conducta 
punitiva; en principio se debe evitar pues la indeterminación para no caer en 
una decisión subjetiva y arbitraria”107.

“En todo caso, como previamente se dijo, aunque el principio de tipicidad forme 
parte de las garantías estructurales del debido proceso en los procedimientos 
disciplinarios, no es demandable en dicho campo el mismo grado de rigurosidad 
que se exige en materia penal. En efecto, como ya se señaló, la naturaleza de 
las conductas reprimidas, los bienes jurídicos involucrados, la teleología de 
las facultades sancionatorias, los sujetos disciplinables y los efectos jurídicos 
que se producen frente a la comunidad, hacen que la tipicidad en materia dis-
ciplinaria admita –en principio– cierta flexibilidad”108 (Se subraya).

En la misma providencia la Corte concluyó:

“… para la Corte no cabe duda alguna que en el ámbito disciplinario los prin-
cipios de legalidad y tipicidad actúan con menor rigurosidad que en el derecho 
penal delictivo, pues se admiten bajo determinadas condiciones el uso de tipos 
abiertos y de conceptos jurídicos indeterminados, a la vez que se le atribuye al 
juzgador disciplinario una mayor amplitud para adelantar el proceso de adecua-
ción típica de las conductas reprochables. Sin embargo, en aras de preservar el 
principio de reserva de ley, esta Corporación ha sostenido que es para el legis-
lador un imperativo constitucional fijar en la ley disciplinaria, como mínimo, 
(i) los presupuestos básicos de la conducta típica que será sancionada, (ii) las 

107	Sentencia C-530 de 2003. 
108	Sentencia C-818 de 2005.
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remisiones normativas o los elementos determinables cuando se haya previsto 
un tipo en blanco o un concepto jurídico indeterminado, (iii) los criterios por 
medio de los cuales se puede precisar con claridad y exactitud la conducta, (iv) 
las sanciones y las pautas mínimas que permitan su imposición y (v) los pro-
cedimientos que se adelanten para garantizar que su establecimiento se hará 
conforme a las exigencias mínimas del debido proceso”109.

[…] 3.2.2. Así, la diferencia en cuanto a la naturaleza, principios, características 
y finalidad de los procesos penal y disciplinario, puede llevar a que por un mismo 
hecho: i) se condene penalmente y se sancione disciplinariamente a la misma 
persona, ii) se le condene penalmente y se le absuelva disciplinariamente, iii) se 
le absuelva penalmente y se le sancione disciplinariamente, o iv) se le absuelva 
penal y disciplinariamente. En todas las hipótesis descritas, se puede haber tra-
mitado tanto el proceso penal como el disciplinario, sin que haya mérito para 
considerar que por tal razón se ha violado el principio non bis in ídem, pues, co-
mo se ha explicado, se trata de juicios que atienden a razones y fines diferentes, 
los cuales pueden dar lugar a decisiones similares o divergentes”110. 

Por ello para la jurisprudencia constitucional 

… es claro que la rama judicial y la autoridad disciplinaria pueden conocer de 
manera autónoma respecto de una misma conducta, sin que por tal razón se 
vulnere el principio non bis in ídem. En este orden de ideas, cuando se adelanta 
un proceso disciplinario y uno penal contra una misma persona, por unos mis-
mos hechos, no se puede afirmar válidamente que exista identidad de objeto ni 
identidad de causa, pues la finalidad de cada uno de tales procesos es distinta, 
los bienes jurídicamente tutelados también son diferentes, al igual que el interés 
jurídico que se protege. En efecto, en cada uno de esos procesos se evalúa la 
conducta del implicado frente a unas normas de contenido y alcance propios. En 
el proceso disciplinario contra servidores estatales se juzga el comportamiento 
de éstos frente a normas administrativas de carácter ético destinadas a proteger 
la eficiencia, eficacia y moralidad de la administración pública; en el proceso 
penal las normas buscan preservar otros bienes sociales trascendentes que no 
necesariamente coinciden con aquellas.

La imposición de diversas sanciones respecto de una misma conducta, sean éstas 
de orden correccional, disciplinaria, penal o de índole fiscal, tampoco comporta 
una violación al principio non bis in ídem, pues se trata de medidas de distinta 
naturaleza no excluyentes entre sí, impuestas por autoridades que pertenecen 

109	Corte Constitucional. Sentencia C-818 de 2005, M. P.: Escobar Gil. Aclaración de voto del magistrado 
Araujo Rentería y Sentencia C-720 de 2006.

110	Sentencia T-161 de 2009.
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a diferentes jurisdicciones y cuya competencia, por expreso mandato legal, es 
única, especial y específica. Como lo ha manifestado este Tribunal en diferen-
tes fallos, puede existir una concurrencia o paralelismo de responsabilidades, 
disciplinarias, penales y fiscales, etc., sin que lo anterior implique violación al 
principio non bis in ídem111.

III. 	Dificultades superadas

Varias dificultades se ofrecían en la evolución del Derecho disciplinario, las cuales, 
podría afirmarse, se han superado en el curso de los años 2009-2010, según lo vamos 
a precisar:

A. 	 La remisión para solventar los vacíos legislativos

La jurisprudencia constitucional ha reconocido una libertad de configuración legislativa 
en materia disciplinaria, al disponer que 

… le corresponde al legislador establecer autónoma y libremente las reglas del 
debido proceso administrativo, siempre que no exista una restricción de tipo 
constitucional, derivada de sus principios, valores, garantías y derechos v. gr. 
presunción de inocencia, garantía de no ser juzgado dos veces por el mismo 
hecho, principio de favorabilidad cuando se deban imponer sanciones, etc., que 
limite el ámbito de ejercicio de su competencia112.

Empero, ante la existencia y realidad de vacíos legislativos, es menester estudiar la 
problemática de cómo solventarlos.

El Acto Legislativo n.º 3 de 2002 introdujo en nuestro ordenamiento jurídico un nuevo 
sistema procesal penal, de orientación y marcada tendencia acusatoria, cuya actuación 
procesal se caracteriza por una división clara de roles procesales presidida por un respe-
to cabal por el “principio acusatorio”, dado por la existencia de un órgano que investiga 
y acusa, y otro que se encarga del juicio y profiere la sentencia. La forma procesal de 
la actuación tiene que llevarse a cabo “ante el juez del conocimiento” por medio de 
“un juicio público, oral, con inmediación de las pruebas, contradictorio, concentrado 
y con todas las garantías” (art. 250 num. 4.º de la Carta Política).

La aplicación del nuevo sistema procesal penal se implementó gradualmente, empero, 
la misma reforma constitucional, en su artículo transitorio 5.º, exigió que “el nuevo 
sistema deberá entrar en plena vigencia a más tardar el 31 de diciembre de 2008”.

111	Ídem.
112	Sentencia C-489 de 1997.
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Se sumaba a lo anterior, ciertas presiones que abogaban por planteamientos involu-
tivos del Derecho disciplinario como ciencia autónoma e independiente, puesto que 
reclamaban la aplicación del Código Contencioso Administrativo113, muy a pesar de 
que éste, de manera diáfana, señala en su artículo 1.º que no se aplicará a las materias 
reguladas en leyes especiales, tal como sucede con nuestra disciplina, contrariando aún 
lo establecido en la jurisprudencia constitucional, según la cual, debido al respeto por 
su naturaleza especial, tal como lo exige el artículo 21 del cdu, ante los vacíos legisla-
tivos, los mismos deben llenarse con el Código de Procedimiento Penal114. 

No obstante, a partir de la entrada en vigencia en todo el territorio nacional de la Ley 
906 de 2004, por medio de la cual se desarrolló el sistema procesal penal acusatorio, 
nos encontrábamos ante unas normas procesales incompatibles con el sistema proce-
sal mixto con tendencia inquisitiva, que constitucionalmente se ha dado al derecho 
procesal disciplinario. 

Dos desafíos, pues, amenazaban con dar al traste con la evolución hacia la autonomía 
e independencia, que viene impuesta por el artículo 21 de la Ley 734 de 2002 cuando 
condiciona a aplicación de normas de reenvío al respeto por la “naturaleza del derecho 
disciplinario”.

Propusimos que se siguiera con la aplicación, en caso de vacíos legislativos, de la Ley 
600 de 2000, toda vez que la misma continuaría vigente para los procesos de fuero 
constitucional contra los Congresistas de la República, según da cuenta el numeral 3.º 
del artículo 235 de la Carta Política, para lo cual el artículo 533 de la Ley 906 de 2004 
señaló que seguía vigente el Código de Procedimiento Penal de 2000.

Comoquiera que ante dos códigos procesales penales vigentes uno incompatible y otro 
compatible, respecto del proceso disciplinario, debe aplicarse la Ley 600 de 2000 que 
tiene este atributo115. 

Se ensayaron, en la práctica, algunas interpretaciones sin medir sus consecuencias, co-
mo la de que las pruebas debían practicarse de conformidad con el Código de Procedi-
miento Civil, lo cual generaría consecuencias insospechadas, pues con sólo mencionar 
una se puede calibrar el desbarajuste institucional que se hubiese producido.

En lo atinente a traslado de pruebas y legalidad de la documentación, muy especial-
mente el aporte en fotocopias, las que necesariamente deben ser autenticadas (arts. 253 

113	Viceprocuraduría General de la Nación. Auto del 23 de julio de 2009, radicación n.º 002-134173-05.
114	Corte Constitucional. Sentencia C-107 de 2004, M. P.: Araujo Rentería.
115	Así en Carlos Arturo Gómez Pavajeau. “Vacíos en la regulación de actuaciones procesales y proba-

torias en la Ley 734 de 2002. Respuestas”, en Problemas centrales del Derecho disciplinario, Bogotá, 
Instituto Colombiano de Derecho disciplinario y Ediciones Nueva Jurídica, 2008.
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y 254 del C. de P. C.), generaría una impunidad inconmensurable, toda vez que muy 
seguramente todas o muchas no lo están, por tanto no tendrían valor alguno.

Ahora, si se intentara aplicar el sistema probatorio de la Ley 906 de 2004, los males 
serían mayores, toda vez que sólo tienen validez aquellas producidas en un juicio oral, 
público, adversarial y concentrado, de cuyos atributos no goza el proceso ordinario 
disciplinario; de manera tal que, no gozando éste de un juicio oral , ninguna prueba 
podría practicarse.

Sólo podría aplicarse la misma en los procesos verbales, cuyo alcance reducido por vir-
tud de algunas decisiones judiciales, como se expondrá más adelante, de todos modos, 
implicaría que en muy pocos eventos ello sería posible –confesión, sorprendimiento 
en flagrancia y frente al listado taxativo de faltas, conforme con los incisos 1.º y 2.º del 
artículo 175 del cdu–, pero toda la prueba tendría que repetirse en el juicio. 

Con muy buen criterio, citando la Sentencia C-545 de 2008, proferida por la Corte 
Constitucional, por medio de la cual se estimó que “a pesar de la nueva forma de 
enjuiciamiento” implementada por la Ley 906 de 2004, fue decisión del legislador 
permitir “la coexistencia de dos procedimientos, uno con tendencia acusatoria y otro 
de carácter mixto” que se continuará aplicando a los Congresistas de la República, se 
decidió en la Directiva n.º 010 del 12 de mayo de 2010, expedida por el Procurador 
General de la Nación:

Los medios de prueba a los que se refiere el inciso primero del artículo 130 del 
Código Disciplinario Único, se practicarán conforme al procedimiento esta-
blecido en la Ley 600 de 2000, en cuanto sea compatible con la naturaleza y 
reglas del derecho disciplinario, ello en atención a lo dispuesto por el artículo 
533 de la Ley 906 de 2004, por medio de la cual se expidió el Código de Pro-
cedimiento Penal.

Muy a pesar de ello, todavía quedan nubes negras por despejar:

a. Se ha interpretado y definido en la misma Directiva que los vacíos legislativos de-
ben llenarse, en primer lugar, con el Código Contencioso Administrativo, sin medir 
las consecuencias a que ello puede conllevar, las cuales irán aflorando con el tiempo 
y los problemas que surjan, ante lo cual, se tendrá que improvisar caso por caso para 
solventarlos, como cuando se decidió aplicar en materia de pruebas el Código de Pro-
cedimiento Civil, sin atender lo que obviamente fue planteado por la Sentencia C-107 
de 2004 de la Corte Constitucional. 

De todos modos, por el momento, parece que dicha aplicación sólo lo será en forma 
marginal, pues está limitada al término de traslado para presentar alegatos de conclu-
sión antes de proferir el fallo; empero, podríamos preguntarnos cuáles son los términos 
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para proferir las decisiones de sustanciación e interlocutorias, incluso el fallo, si los 
mismos no están regulados por el cdu. 

b. Se definió el tema relacionado con las pruebas, pero no se ha dicho nada sobre las 
reglas aplicables en materia de Policía Judicial, para los efectos del artículo 148 del 
cdu y demás disposiciones relacionadas como las actividades de criminalística.

B. 	L a ejecutoria del fallo sancionatorio116

Muchos procesos disciplinarios que concluyeron satisfactoriamente con fallos san-
cionatorios, en claros y paradigmáticos ejemplos de corrupción administrativa, fueron 
anulados por la jurisdicción contenciosa administrativa a partir de interpretaciones 
efectuadas de espaldas a la ley.

En el antecedente que se cita, en una denostada interpretación que bien puede llamarse 
de la “verdad irrefragable”, según expresión por ella usada en los últimos años, se venía 
diciendo que “la norma debe entenderse en el sentido de que no solamente es necesario 
proferir la sanción dentro del término de los cinco (5) años de que trata la Ley 13 de 
1984, sino que era indispensable la notificación de tal providencia dentro de ese mismo 
término, a fin de que produjera los efectos legales pertinentes”117. 

Tal jurisprudencia se construía a espaldas de la legalidad, toda vez que muy claramente 
el Código de Procedimiento Penal (art. 197 Dcto. 2700 de 1991 y art. 187 Ley 600 
de 2000) y el Código Disciplinario Único (art. 98 Ley 200 de 1995), afirmaban, de 
manera clara y perentoria, que la sentencia de segunda instancia quedaba ejecutoriada 
con su firma.

Se recurría a una interpretación a partir del Código Contencioso Administrativo, 
olvidando que la ley disciplinaria vigente para el momento de los hechos afirmaba 
tajantemente, que “la acción disciplinaria prescribe en cinco (5) años contados a par-
tir del último acto constitutivo de la falta, término dentro del cual deberá igualmente 
imponerse la sanción” (arts. 6.º de la Ley 13 de 1984 y 10.º del Decreto 482 de 1985). 
El Código Contencioso Administrativo es categórico en afirmar, según su artículo 1.º, 

116	Sobre esta temática nos hemos pronunciado en a) Carlos Arturo Gómez Pavajeau. “Problemas proce-
sales disciplinarios comunes y sus soluciones. Ejecutoria y notificación del fallo. Prescripción”, aa.vv. 
Lecciones de Derecho disciplinario, vol. 5, Bogotá, Procuraduría General de la Nación e Instituto de Es-
tudios del Ministerio Público, 2007; y b) Carlos Arturo Gómez Pavajeau y Carlos Alberto Suárez 
López. “¿Es la notificación del fallo disciplinario de segunda instancia un requisito para su ejecutoria 
y para la interrupción del término de prescripción de la acción disciplinaria?”, en aa.vv. Lecciones de 
Derecho disciplinario, vol. 12, Bogotá, Procuraduría General de la Nación e Instituto de Estudios del 
Ministerio Público, 2009. 

117	Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Sentencia del 11 de marzo 
de 1999, expediente n.º 14394-1794-1998, C. P.: Orjuela Góngora, reiterada por Sentencia del 23 de 
mayo de 2002, Sección Segunda. Subsección “B”, expediente n.º 17112, C. P.: Lemos Bustamante.
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que no se aplica en aquellas materias reguladas por leyes especiales, tal como sucede 
con las disciplinarias.

Dicha posición jurisprudencial se siguió aplicando muy a pesar de: i. Encontrarse la 
judicatura ante situaciones gobernadas por la Ley 200 de 1995; ii. Encontrarse ante 
situaciones donde la declaratoria de constitucionalidad condicionada expuesta en la 
Sentencia C-1076 de 2002 no las cobijaba, pues en ésta se señaló de manera expresa, 
al revisar la constitucionalidad del artículo 119 de la Ley 734 de 2002, por virtud de 
la facultad que tiene la Corte Constitucional de señalar los efectos de sus sentencias, 
que “sólo a partir de la publicación y comunicación de este fallo, se entiende que los 
efectos jurídicos de las decisiones que resuelvan los recursos de apelación y de queja, 
operan a partir de la notificación y no de su mera ejecutoria”, al igual que lo había 
decidido respecto de similar norma procedimental penal en su Sentencia C-641 del 
mismo año.

Empero, de forma inexplicable y deficientemente razonada, se evadía la aplicación de 
la primera de las señaladas sentencias, toda vez que se afirmaba:

a. Si la situación venía regulada por la Ley 200 de 1995, se decía que no se aplicaba, 
muy a pesar de que su artículo 98 era exactamente igual al 119 de la Ley 734 de 2002, 
por cuanto, se decía, era violatorio de la Carta Política en su artículo 29, apoyándose 
en la Sentencia C-1076 de 2002; empero, en cuanto a la salvaguardia temporal de los 
efectos de la sentencia, de manera irreflexiva manifestó que el pronunciamiento se 
refería a esta ley y no a aquélla, como si la identificación formal de un precepto nor-
mativo variara su contenido118. 

b. Si lo era por la Ley 734 de 2002, a pesar de la modulación precisada, se afirmaba que 
“resultaría inconstitucional, conforme a lo expuesto por la Corte Constitucional en la 
providencia transcrita, considerar que la prescripción se interrumpe por el sólo hecho 
de que el funcionario disciplinario suscriba la providencia que resuelva el recurso de 
apelación interpuesto dentro de la acción sancionatoria”119, cuando, precisamente, tal 
consideración, se dijo, sólo se aplicaba a partir del 7 de marzo de 2003, fecha en que 
se publicó la sentencia, desconociéndose los efectos vinculantes de la cosa juzgada 
constitucional (art. 243 de la Carta Política)120. 

118	Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “B”. Sentencia 
del 12 de marzo de 2009, expediente n.º 7150-2005, C. P.: Alvarado Ardila.

119	Se decía que la autoridad disciplinaria “tiene dentro del plazo de cinco (5) años, que adelantar y concluir  
el proceso sancionatorio con la respectiva decisión de mérito, so pena de perder la potestad de imponer 
sanciones; empero, este período  debe incluir la notificación y ejecutoria de la providencia que le ponga 
fin a la actuación disciplinaria y estas actuaciones son improrrogables”: Consejo de Estado. Sala de lo 
Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “B”. Sentencia del 19 de marzo de 2009, 
expediente n.º 3558-2004, C. P.: Ramírez De Páez.

120	Cuando la Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la exequibilidad de una norma no pueden los 
jueces aplicar la excepción de inconstitucionalidad: Sentencia C-335 de 2008, M. P.: Sierra Porto. 
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Recientemente sobre el tema se pronunció la Sala Plena de lo Contencioso Adminis-
trativo del Consejo de Estado, revisando por vía del recurso de súplica la Sentencia del 
23 de mayo de 2002, expediente n.º 17112, la cual era el antecedente de mayor peso 
en la sustentación de la posición que venimos exponiendo en vigencia de los artículos 
98 de la Ley 200 de 1995 y 119 de la Ley 734 de 2002:

… la tesis de recibo y que debe imperar es la que proclama que la sanción dis-
ciplinaria se impone cuando concluye la actuación administrativa al expedirse 
y notificarse el acto administrativo principal, decisión que resuelve de fondo el 
proceso disciplinario. Es este acto el que define la conducta investigada como 
constitutiva de falta disciplinaria. En él se concreta la expresión de la voluntad 
de la administración. Por su parte, los actos que resuelven los recursos inter-
puestos en vía gubernativa contra el acto sancionatorio principal no pueden 
ser considerados como los que imponen la sanción porque corresponden a una 
etapa posterior cuyo propósito no es ya emitir el pronunciamiento que éste 
incluye la actuación sino permitir a la administración que éste sea revisado a 
instancias del administrado. Así, la existencia de esta segunda etapa denomi-
nada vía gubernativa queda al arbitrio del administrado que es quien decide si 
ejercita o no los recursos que legalmente procedan contra el acto. La actuación 
administrativa y la vía gubernativa son dos figuras autónomas y regidas por 
procedimientos propios121. 

Concluye, con muy buen criterio, que no entender esta diferencia, sería tanto como 
dejar en manos del disciplinado la definición sobre la existencia del fenómeno jurídico 
de la sanción, puesto que “en muchas ocasiones es del administrado de quien dependen 
las incidencias del trámite de notificación de las providencias”122. 

En la Directiva n.º 010 del 12 de mayo de 2010, expedida por el Procurador General 
de la Nación, se definió que 

… el término de cinco (5) años de prescripción de la acción disciplinaria se 
entiende interrumpido con la notificación del fallo de única o primera instancia, 
según el caso, conforme a los lineamientos jurisprudenciales de unificación de 
la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado en su 
Sentencia de 29 de septiembre de 2009. 

121	Consejo de Estado. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia del 29 de septiembre de 
2009, radicación n.º 11001-03-15-000-2003-00442-01 (S), C. P.: Buitrago Valencia, reiterada por 
la Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera. Sentencia del 4 de febrero de 2010, C. P.: 
Rojas Lasso. 

122	Ídem.
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C. 	L a procedencia del proceso verbal por razones de evidencia probatoria

El proceso verbal se institucionalizó como un mecanismo ágil y expedito para proce-
sar asuntos que no requirieran mayor esfuerzo probatorio o donde la evidencia de tal 
orden condujera a la facilitación de la formulación del pliego de cargos, ahorrándose 
la tramitación de la investigación disciplinaria y los complejos trámites del proceso 
ordinario, sometido a un ejercicio bastante exigente del principio de los compartimen-
tos o estancos. 

El artículo 175 de la Ley 734 de 2002 expresa que procede la aplicación del procedi-
miento verbal:

a. En los casos de confesión del disciplinado o su sorprendimiento en el momento de 
la comisión de la falta (inc. 1.º);

b. Respecto de las faltas expresamente señaladas en su inciso 2.º, y

c. “En todo caso, y cualquiera que fuere el sujeto disciplinable, si al momento de valorar 
sobre la decisión de apertura de investigación estuvieren dados los requisitos sustan-
ciales para proferir pliego de cargos se citará a audiencia” (inc. 3º).

Por Sentencia del 4 de octubre de 2007, proferida por la Sección Segunda, Subsección 
“A”, radicación n.º 2003-06657, del Tribunal Administrativo de Cundinamarca sobre la 
aplicación del procedimiento verbal disciplinario, se entendió que de conformidad con 
el inciso 3.º del artículo 175 de la Ley 734 de 2002, esta causal se aplica sólo cuando 
estén dados los requisitos de los incisos 1.º y 2.º123. 

Tal decisión fue objeto de cuestionamiento a través de acción de tutela y llegó a conoci-
miento del Consejo de Estado –sentencias de la Sección Segunda, del 5 de junio y de la 
Sección Cuarta del 17 de julio de 2008, de la Sala de lo Contencioso Administrativo–, 
en la primera de las cuales se respaldó explícitamente dicha posición, e implícitamente 
en la segunda, al señalar que no se tenía competencia para revisar una decisión juris-
diccional, por ser los jueces autónomos e independientes.

La Corte Constitucional revisó las decisiones de tutela y concluyó que se tenía razón por 
la primera instancia, toda vez que la interpretación dada por el tribunal administrativo 
podía calificarse de razonable, puesto que no puede afirmarse que:

123	Contra esta decisión nos hemos pronunciado en Carlos Arturo Gómez Pavajeau y Carlos Alberto 
Suárez López. “Sobre el ámbito de aplicación del proceso disciplinario verbal”, en aa.vv. Lecciones 
de Derecho disciplinario, vol. 10, Bogotá, Procuraduría General de la Nación e Instituto de Estudios 
del Ministerio Público, 2008. 
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… la autoridad de lo contencioso administrativo, al velar por la legalidad y 
constitucionalidad de la actuación disciplinaria, se halle impedido para reali-
zar en el marco de su actuación judicial una interpretación de la norma legal 
disciplinaria, basado en la consideración de que tal función interpretativa es 
propia del juez disciplinario, titular de la función disciplinaria, no del juez 
administrativo. A juicio de esta Corporación, el juez administrativo, al tiempo 
de determinar la legalidad de un acto administrativo que encuentra contrario a 
preceptos superiores, debe proceder a rectificar tal decisión señalando el error 
e impartiendo las órdenes judiciales pertinentes, con base en las consideracio-
nes jurídicas que la soporten. Y esta actuación no significa invasión de la órbita 
sancionadora de la entidad que viene enjuiciando disciplinariamente a uno de 
sus funcionarios124.

La Corte Constitucional por Sentencia C-242 de 2010, dejó sin sustento los anteriores 
precedentes judiciales, señalando que la causal del numeral 3.º del artículo 175 de la 
Ley 734 de 2002 era autónoma e independiente, respecto de las causales de los nume-
rales 1.º y 2.º del mismo artículo.

En efecto se dijo:

… la imbricación del proceso ordinario con aspectos del procedimiento verbal 
que existe en virtud de lo dispuesto por el inciso tercero del artículo 175 de la 
Ley 734 de 2002, no queda al albur de la autoridad disciplinaria. Es decir, no es 
la autoridad disciplinaria –como lo era el Procurador en el caso del inciso cuarto 
declarado inexequible–, quien determina de manera subjetiva los casos en que 
se ha de aplicar o no el procedimiento verbal. El mismo inciso tercero, esto es, 
la misma Ley, plantea unas exigencias concretas sin cumplimiento de las cuales 
no podría citarse a audiencia. Y ello compagina con el resto de circunstancias 
en presencia de las cuales tiene aplicación el procedimiento verbal: permitir a 
la autoridad disciplinaria aplicar un procedimiento más ágil y rápido cuando 
quiera que disponga del material probatorio suficiente para otorgar un grado 
amplio de certeza a la existencia de la falta disciplinaria…

124	“La lectura dada por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca al inciso tercero del artículo 175 del 
cdu, responde a una interpretación jurídicamente aceptable. En efecto, el referido inciso tercero indica 
que, en cualquiera de las circunstancias a las que se refieren los incisos 1.º y 2.º del referido artículo 175 
del cdu, se deberá citar a audiencia, si al momento de valorar la decisión de apertura de investigación 
se reunieren los requisitos sustanciales para proferir pliego de cargos. Ciertamente, la norma no está 
abriendo el procedimiento verbal para tramitar por esta vía procesos disciplinarios que impliquen faltas 
disciplinarias distintas a las señaladas taxativamente en los mencionados numerales 1.º y 2.º del artículo 
175 cdu. Así, en el presente caso el procedimiento que debió adelantarse fue el ordinario, contenido 
en los artículos 150 y siguientes de la Ley 734 de 2002”: Sentencia T-068 de 2009, M. P.: González 
Cuervo.
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Se explicó más arriba, que con miras a otorgar aún mayor celeridad al procedi-
miento disciplinario, el inciso tercero del artículo 175 –acusado en la presente 
ocasión–, faculta al funcionario de conocimiento para citar a audiencia –“en 
todo caso” y “cualquiera que sea el sujeto disciplinado”–, cuando en el trámite 
ordinario se cumplan las exigencias para formular pliego de cargos. Desde este 
horizonte de comprensión, las causales establecidas en los incisos 1.º, 2.º y 3.º 
del mismo artículo 175 son autónomas y no concurrentes. Como lo resalta la 
Vista Fiscal en el concepto emitido con ocasión de la presente demanda de in-
constitucionalidad, “basta con que el operador disciplinario verifique la existen-
cia de la flagrancia, o haya confesión, o la falta sea leve o gravísima en los casos 
señalados, para que se aplique el procedimiento abreviado”. Además, según lo 
dispuesto en el inciso tercero del artículo 175, se aplica el procedimiento verbal 
en el evento en que haya mérito para proferir pliego de cargos…

… no encuentra la Sala que le asista razón al demandante cuando alega que el 
precepto acusado desconoce el debido proceso administrativo, toda vez que 
desde el comienzo la persona objeto de una eventual actuación disciplinaria 
está suficientemente advertida de que en caso de incurrir en falta disciplinaria 
cuando se encuentran bajo hipótesis distintas a las previstas en los incisos 1.º 
y 2.º del artículo 175 del cdu, se le aplicará el procedimiento verbal, sólo si 
existe mérito para formular pliego de cargos. Considera más bien la Sala que el 
contenido normativo previsto en el inciso 3.º acusado en lugar de desconocer la 
Constitución persigue un fin constitucionalmente legítimo, cual es, propender 
porque las actuaciones en materia disciplinaria sean ágiles y se adelanten bajo 
estricto cumplimiento de los principios de eficiencia, eficacia, economía proce-
sal, celeridad lo que armoniza con el artículo 209 superior y resulta consistente 
con los objetivos que buscó obtener la Ley 734 de 2002…

El reparo de falta de precisión y excesiva amplitud que, supuestamente, trae 
como consecuencia la posibilidad de que la autoridad disciplinaria decida de 
modo arbitrario el proceso que ha de aplicarse, queda contrarrestado por lo si-
guiente: (i) el propósito que busca alcanzar la norma es legítimo, desde el punto 
de vista constitucional, y concuerda además con las finalidades previstas en la 
Ley 734 de 2002; (ii) lo establecido en el inciso 3.º del artículo 175 debe ser 
leído a la luz de lo dispuesto en el Libro i –contentivo de los principios de los 
procedimientos disciplinarios sin excepción– y debe ser comprendido como 
una manera de agilizar las actuaciones disciplinarias, de modo que “en todo 
caso” distinto de los previstos en los incisos 1.º y 2.º del artículo 175 del cdu, 
“cualquiera que sea el sujeto disciplinado” si se dan los requisitos sustanciales 
para levantar pliego de cargos se puede citar a audiencia. Adviértase, de otra 
parte, que la eventualidad prevista en el inciso tercero acusado está precedida 
en el caso del procedimiento ordinario –que es en virtud de la imbricación que 
tiene lugar por mandato legal donde precisamente tiene aplicación el conte-
nido normativo de dicho inciso–, de un conjunto de etapas que amplían las 
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garantías de la persona disciplinada. Únicamente cuando se halla verificada 
objetivamente la falta y existe prueba que compromete la responsabilidad de 
la persona disciplinada, y sólo ante una eventualidad tal, puede el funcionario 
de conocimiento citar a audiencia…

… lo dispuesto en el inciso cuestionado contribuye a realizar una finalidad 
constitucionalmente legítima, cual es, garantizar la agilidad y oralidad en las 
actuaciones disciplinarias. Ello compagina también con el propósito buscado 
por la Ley 734 de 2007 y armoniza con el artículo 1.º de la Ley 1285 de 2009 
Estatutaria de la Administración que reza: “La administración de justicia de-
be ser pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los asuntos que se 
sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de 
estricto cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación 
injustificada constituye causal de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones 
penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará respecto de los titulares de la 
función disciplinaria. // Las actuaciones que se realicen en los procesos judicia-
les deberán ser orales con las excepciones que establezca la ley. Esta adoptará 
nuevos estatutos procesales con diligencias orales y por audiencias, en procura 
de la unificación de los procedimientos judiciales, y tendrá en cuenta los nuevos 
avances tecnológicos”125. 

D. 	L os límites al control contencioso administrativo

En no pocos eventos la jurisdicción contenciosa administrativa, al ejercer el control de 
legalidad sobre la actividad administrativa sancionatoria, pareciera operar como si de 
una tercera, cuarta y hasta quinta instancia se tratara, realizando un control de opinión 
e interpretación para el cual no se encuentra instituida constitucionalmente, hecho que 
cercena de manera categórica las posibilidades de construcción de una dogmática del 
derecho disciplinario a partir de la interpretación que los operadores jurídicos de tal 
orden y la doctrina realizan sobre la ley.

En paciente y constructiva jurisprudencia la Corte Constitucional ha venido definien-
do que:

a. El operador jurídico disciplinario interpreta y aplica la ley en lo “concerniente a la 
concreción de la justicia administrativa”126.

b. Si ello es así, su estatus jurídico es la de un juez disciplinario127.

125	Sentencia C-242 de 2010, M. P.: González Cuervo.
126	Sentencia C-107 de 2004, M. P.: Araujo Rentería.
127	Sentencias C-429 de 2001 y T-1093 de 2004.
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c. Por tanto la actividad disciplinaria es administración de justicia en sentido mate-
rial128.

d. Le resultan aplicables, en cuanto juez y administrador de justicia en sentido material, 
las reglas elaboradas por la jurisprudencia constitucional que aprehenden el principio 
según el cual, “cuando en ejercicio de la función de administrar justicia el juez interpreta 
la ley, siguiendo su criterio y evaluando los elementos de juicio aportados al proceso, 
no puede configurarse quebrantamiento alguno del orden jurídico”129.

En anteriores trabajos hemos entendido que el control que realiza el juez administra-
tivo, respecto de los actos sancionatorios administrativos, se encuentra limitado por el 
respeto que la autoridad disciplinaria ha tenido de la hermenéutica jurídica reconocida 
por el ordenamiento jurídico y la comunidad jurídica130, de allí que: 

1. El acto sancionatorio disciplinario es un “acto administrativo especial por su con-
notación material judicial”; 

2. El “control debe ser morigerado y rigurosamente circunscrito a la legitimidad del 
acto desde la perspectiva constitucional y legal”, y

3. Por tanto, como consecuencia, quedan excluidos:

a. El control de corrección a semejanza de lo que sucede en sede de un juicio de ins-
tancias;

b. La interpretación de la norma, salvo que se constate su desvío de los cánones her-
menéuticos admitidos;

c. El planteamiento de nulidades sin observancia rigurosa de los principios que go-
biernan su declaratoria (arts. 143 parág. de la Ley 734 de 2002 y 310 de la Ley 600 
de 2000), y

e. La valoración probatoria, excepto cuando de manera grosera se atropellen las reglas 
de la sana crítica, la lógica y el sentido común, en una órbita que la enjuicie de manera 
integral y completa y, sobre todo, que no se trata aquí de reeditar, repetir o reinvertir 
dicha oportunidad contenciosa administrativa en la práctica de pruebas, pues para ello 

128	Sentencias C-014 de 2004 y SU-901 de 2005.
129	Sentencia T-073 de 1997, M. P.: Naranjo Mesa.
130	Así en Carlos Arturo Gómez Pavajeau. “¿Tiene límites el control contencioso administrativo de la 

actividad disciplinaria?”, en Problemas centrales del Derecho disciplinario, Bogotá, Instituto Colom-
biano de Derecho disciplinario y Ediciones Nueva Jurídica, 2008, y en Elementos y propuestas para 
el control contencioso administrativo de la actividad disciplinaria, Bogotá, Instituto Colombiano de 
Derecho disciplinario y Ediciones Nueva Jurídica, 2009. Cfr. Roa Salguero. Ob. cit., pp. 98 y 99.
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existe la institución de la revocatoria directa; allí sí abriendo los caminos para que por 
dicha específica vía, por omisión o acción de la autoridad administrativa, en un espa-
cio diferente, se apliquen para el efecto probatorio las reglas del control contencioso 
administrativo.

Ante lo que aisladamente pareció un paso vacilante131, la jurisprudencia constitucional 
pronto rectificó señalando que 

… no es del resorte del juez de tutela cuestionar los fundamentos interpretativos 
que de la ley y la jurisprudencia haya realizado el máximo organismo de control 
disciplinario para adoptar su decisión en un caso particular, pues al hacerlo esta-
ría atentando de manera abierta y flagrante contra la autonomía e independencia 
funcional de que está investido en su calidad de juez disciplinario132.

Recientemente la jurisprudencia contencioso administrativa ha venido dando un giro 
significativo en el tratamiento que debe darse en sede del control de los actos admi-
nistrativos sancionatorios, que se resumen en los siguientes conceptos enmarcados en 
criterios que implican:

1. 	 La creación de un nuevo precedente judicial133

1. “No se puede admitir la nulidad de un proceso disciplinario, con fundamento en la 
ausencia de pruebas o disputando la valoración de las mismas, pues la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, no puede operar como una tercera instancia para debatir 
si la prueba debió ser decretada, o para discrepar de la valoración hecha, pues cons-
titucionalmente los procesos solo conocen dos instancias y no puede trasladarse a la 
acción contenciosa lo que es propio de cada uno de los procesos, en este caso de la 
doble instancia del proceso disciplinario. Desde luego que eso no significa que la Ju-
risdicción de lo Contencioso Administrativo se coloque al margen de las vicisitudes 
probatorias que preceden a los actos administrativos, sino de poner límites razonables 
al debate sobre la prueba, para que la actividad de la Jurisdicción Contenciosa en tanto 
ejerce el control del debido proceso en la prueba, no sea la misma de la que se ocupó 
la administración en doble instancia”. 

2. “Debe existir entonces una cualificación del debate en la acción Contencioso Admi-
nistrativa, de modo que en el proceso de nulidad se demuestre no sólo que las pruebas 
faltaron objetivamente, sino que el contenido de ellas, de haber sido llevado oportuna-

131	Sentencia T-068 de 2009.
132	Sentencia T-161 de 2009.
133	Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “B”. Sen-

tencia del 23 de julio de 2009, radicación n.º  11001032500020040021201 y n.º interno  4493-04, C. 
P.: Alvarado Ardila.
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mente al proceso hubiera cambiado radicalmente la decisión. Dicho con otras palabras, 
no es la simple ausencia de la prueba causa para anular la actuación administrativa, 
sino que es menester superar la simple conjetura, para demostrar que la prueba omitida 
era trascendente en grado sumo, tanto, que dada su fuerza de convicción la decisión 
hubiera tomado otro rumbo”.

3. “No es entonces causal de nulidad de la actuación la ausencia objetiva de la prueba, 
si no se acredita que por esa ausencia se distorsionó sustancialmente el juicio del sen-
tenciador disciplinario en este caso, al punto de llevarlo a un resultado contraevidente, 
si se admitiera que la simple ausencia de la prueba anula la actuación, quedarían las 
partes del proceso administrativo relevadas de procurar la prueba e insistir en su prác-
tica, para dejar vacíos que dieran al traste con la actuación administrativa al amparo 
de la simple conjetura de lo que pudieron decir las pruebas. Se insiste en que no basta 
la ausencia material de la prueba, sino que es menester acreditar la trascendencia que 
ella tendría en la decisión, es decir que lo que ella demostraría hubiera cambiado ra-
dicalmente el sentido del fallo”. 

4. Puesto que, en conclusión, “la acción contenciosa no es una tercera instancia para 
enmendar supuestos errores de valoración probatoria o de interpretación legal, si es que 
la hecha en este caso por la autoridad disciplinaria no cae en el terreno de la desmesura, 
ni acude a falsos motivos para ejercer la competencia del juez natural”. 

2. 	 La ratificación y cualificación del anterior precedente134

“Las prerrogativas procesales propias del juicio disciplinario, excluyen que se pueda 
trasladar, de cualquier manera, a la sede contenciosa administrativa el mismo debate 
agotado ante la autoridad disciplinaria”:

1. “Dicho de otra manera, el juicio que se abre con la acción de nulidad, no es una sim-
ple extensión del proceso disciplinario, sino que debe ser algo funcionalmente distinto, 
si es que el legislador consagró el debido proceso disciplinario como el lugar en que 
debe hacerse la crítica probatoria y el debate sobre la interrelación de la normatividad 
aplicable como soporte de la sanción”.

2. “Bajo esta perspectiva, el control de legalidad y constitucionalidad de los actos de 
la administración, que la Constitución ha confiado a la jurisdicción contenciosa ad-
ministrativa, implica una especial cualificación y depuración del debate, pues dicho 
control no puede convertirse en un nuevo examen de la prueba como si de una tercera 
instancia se tratara. Corresponde entonces a la jurisdicción contenciosa administrati-

134	Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda. Subsección “B”. Sentencia 
del 1.º de octubre de 2009, radicación n.º 11001-03-25-000-2002-0240  y n.º interno  4925-02, C. P.: 
Alvarado Ardila. 
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va, entre otras cosas, verificar que la prueba recaudada en el tramite disciplinario se 
haya ajustado a las garantías constitucionales y legales, es decir, la acción de nulidad 
resulta ser un momento propicio para la exclusión de la prueba manifiestamente ilícita 
o producida con violación al debido proceso o de las garantías fundamentales, o sea, 
para aquella en cuya práctica se han trasgredido los principios básicos rectores de esa 
actividad imprescindible para el ejercicio del derecho de defensa”.

3. “Entonces, en línea de principio puede predicarse que el control que a la jurisdicción 
corresponde sobre los actos de la administración, cuando ésta se expresa en ejercicio 
de la potestad disciplinaria, debe mantenerse al margen de erigirse en un nuevo mo-
mento para valorar la prueba, salvo que en su decreto y práctica se hubiere violado 
flagrantemente el debido proceso, o que la apreciación que de esa prueba haya hecho 
el órgano disciplinario resulte ser totalmente contra evidente, es decir, reñida con el 
sentido común y alejada de toda razonabilidad”.

4. “Por lo mismo, el control judicial del poder correccional que ejerce la Procuraduría 
General de la Nación, no puede ser el reclamo para que se haga una nueva lectura de la 
prueba que pretenda hacer más aguda y de mayor alcance, pues esa tarea corresponde 
a las instancias previstas en el cdu y es en principio ajena a la actividad de la jurisdic-
ción. En síntesis, debe distinguirse radicalmente la tarea del juez contencioso que no 
puede ser una tercera instancia del juicio disciplinario, y tal cosa se ha pretendido con 
la demanda contencioso administrativa de que hoy se ocupa la Corporación, demanda 
que por tanto está condenada al fracaso”. 

V. 	L as facultades de orientación de la interpretación 
por parte del Procurador General de la Nación

La facultad del Procurador General de la Nación de fijar directrices por la vía de la 
interpretación general y abstracta de la norma es una realidad jurídica en Colombia, de 
allí su incidencia inevitable en la interpretación y aplicación de la ley disciplinaria135. 
Estas facultades apoyan la idea de que el control contencioso administrativo no es un 
control sobre criterios de interpretación, sino de legalidad, puesto que resultaría a todas 
luces contradictorio pensar que se otorga dicha facultad al funcionario mencionado, 
pero los jueces pueden imponerle su particular opinión jurídica.

Dicha facultad también se desprende de varias decisiones del Consejo de Estado. 
Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Primera, C. P.: Ostau De Lafont 
Pianeta: 

135	Corte Constitucional. Sentencia T-1093 de 2004. 
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a. Se reconoció la facultad del Procurador General de la Nación para expedir directrices 
respecto de cómo debe procederse para los efectos del ejercicio del poder preferente 
y la operatividad del Control Interno Disciplinario de las entidades públicas en liqui-
dación136, y

b. Se reconoció la facultad que el Procurador General de la Nación tiene, para “orientar 
el desarrollo de los procedimientos disciplinarios” que llevan a cabo sus delegados y 
agentes, en ejercicio de la acción disciplinaria137.

136	Sentencia del 19 de diciembre de 2008, radicación n.º 11001032400020040021601.
137	Sentencia del 16 de julio de 2009, radicación n.º 11001032400020030042801.


